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RESUMEN

El trabajo que aquí se presenta se divide básicamente en dos partes. En primer lugar, se realizó una investigación documental y bibliográfica que nos permitió el análisis de las distintas formas de regulación de la contaminación existente (comando y control e instrumentos económicos) y algunos casos internacionales de su aplicación. A continuación se realiza una descripción y análisis del marco legal e institucional vigente en Uruguay. Posteriormente, concluimos que sería más eficiente aplicar en Uruguay y en Montevideo en particular (como caso de estudio), una regulación basada en instrumentos económicos en contraposición a la existente de comando y control. A partir de esto, y luego de realizar una evaluación y selección de los distintos instrumentos económicos, concluimos que es el impuesto a las emisiones de efluentes industriales el que mejor se adapta a la realidad uruguaya.

En la segunda parte del trabajo calculamos dicho impuesto para el caso de la Demanda Bioquímica de Oxigeno (DBO). Para ello estimamos una curva de costo marginal  de abatimiento de emisiones de DBO agregada, utilizando una base de datos formada por industrias ubicadas en Montevideo. Finalmente se presenta el análisis de los resultados obtenidos donde se concluye la viabilidad de la aplicación del mismo.
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1. INTRODUCCION

La contaminación de aguas por efluentes industriales, contribuye a la degradación y sobre-explotación de la base de recursos naturales de un país, como tal, es un costo social.
Históricamente, tanto a nivel internacional como nacional, la misma ha sido regulada a través de mecanismos de comando y control, como ser estándares de emisión y de calidad ambiental y estándares tecnológicos. El problema con este tipo de instrumentos es que no son costo-efectivos. Como respuesta la economía ambiental ha desarrollado la opción de los incentivos económicos con el fin de lograr la calidad ambiental deseada al menor costo posible. Los mismos permiten a las fuentes contaminantes mayores grados de flexibilidad en el cumplimiento de las regulaciones ambientales. 

En particular, los países menos desarrollados deberían estar especialmente interesados en la aplicación de dichos incentivos económicos con el fin de racionalizar el uso de recursos económicos escasos. 

Motivados por este hecho, calculamos un posible monto de un impuesto a las emisiones industriales de DBO utilizando datos de industrias en Montevideo y estudiando su viabilidad. La monografía se divide en dos partes. En la primera, se realiza un análisis de la viabilidad de la aplicación de la diferente gama de instrumentos económicos, aplicables específicamente a la contaminación por efluentes industriales en Uruguay. Para ello, se hace una presentación de  los distintos instrumentos económicos, sus características, sus ventajas y desventajas así como las experiencias y prácticas internacionales en la aplicación de los mismos.

En el capítulo 3, se realiza una descripción y análisis del marco legal e institucional que regula a través de estándares uniformes las emisiones de los efluentes industriales en Uruguay y en Montevideo en particular. En el mismo se evidencian las fallas y carencias de la normativa vigente.

La evaluación y posterior selección de un instrumento económico cuya aplicabilidad consideramos más viable en el caso uruguayo, se realizó en base a un análisis de las posibilidades de aplicación de cada instrumento en nuestro país de forma de alcanzar una meta de calidad ambiental de manera menos costosa. En el capítulo 4, concluimos que el instrumento más factible de aplicar es un impuesto por cantidad o concentración emitida.

En base a lo concluido, en el capítulo 5, se presenta el marco teórico de un impuesto a las emisiones y se detallan sus ventajas en relación a los instrumentos de Comando y Control. De esta forma, arribamos a que si el impuesto es superior al costo de descontaminación y si el regulador es capaz de hacerlo cumplir, el contaminador voluntariamente disminuirá los niveles de contaminación. Así, las empresas tenderán a reducir sus emisiones hasta el punto en que el costo marginal de abatimiento sea igual al impuesto.

La segunda parte de la monografía, es un análisis econométrico formal que pretende estimar una posible especificación de la función de costos de abatimiento para determinar el monto de un impuesto a las emisiones de DBO, una de las emisiones más importantes en los efluentes industriales de Montevideo. 

Para ello, primero presentamos una descripción de nuestra base de datos y sus fuentes. El período analizado va desde julio 2001 a febrero 2005, constituyendo un total de 11 cuatrimestres, con datos correspondientes a 16 empresas privadas.

Luego se presenta la especificación del modelo dado los datos con los cuales se contaba. Posteriormente se presentan los resultados de la estimación, con el objetivo de calcular el nivel de impuesto a aplicar de acuerdo a los resultados de la estimación.

Finalmente, se presentan las principales conclusiones y recomendaciones derivadas del estudio, las que podrían posibilitar la implementación del incentivo económico analizado y seleccionado para la realidad uruguaya.

2. INSTRUMENTOS PARA LA REGULACIÓN DE LA CONTAMINACIÓN
En general los mercados asignan de forma eficiente los recursos, sin embargo, en ocasiones, surgen efectos externos que afectan a individuos que no integran directamente dicho mercado. Cuando esto sucede, decimos que existen fallas de mercado.

En el análisis económico convencional, la contaminación ambiental es una “externalidad”, la cual es entendida como un efecto negativo de un agente que afecta a terceros. 

Estamos en presencia de una externalidad cuando la actividad de una persona o empresa repercute sobre el bienestar de otra o sobre su función de producción, sin que se pueda cobrar un precio por ello en uno u otro sentido (Field, 1995).

Existen externalidades negativas (deseconomías externas) y externalidades positivas (economías externas). En el primer caso, quienes las generan no tiene que pagar por ello. En el caso de las externalidades positivas, quienes las producen no se ven recompensadas monetariamente.

Las externalidades ocasionan que el mecanismo de mercado que permite la fijación de precios de equilibrio no funcione eficientemente. Se produce una falla de mercado, los recursos no se asignen en forma Pareto-óptima. 

La internalización es el proceso por el cual los precios incorporan y reflejan los costos ambientales y el valor real del uso de los recursos, aspira a corregir las fallas existentes.
La figura 1 ilustra como la no internalización de externalidades negativas en la producción de un bien q, hace que el nivel de producción de equilibrio en el mercado (qm ) sea mayor al óptimo social (q*). La no internalización lleva a su vez a que el precio de mercado (pm ) sea menor al socialmente óptimo (p*). Esto lleva implícitas ineficiencias asociadas al consumo excesivo de recursos y a la descarga excesiva de contaminantes.
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Figura 1- Costos ambientales y resultados del mercado

Para “internalizar” las externalidades negativas la teoría económica convencional dice que es necesaria la intervención del  gobierno; la que se da mediante la creación, modificación o regulación de los mercados, constituyendo así la política ambiental. Ésta propone convertir a los bienes y servicios ambientales en mercancías que entren en la estructura de costos a partir de dos enfoques: 

1) comando y control

2) incentivos económicos 

Además de los dos enfoques recién mencionados comprendidos dentro de la regulación formal, encontramos una forma de regulación informal. La misma se encuentra enmarcada dentro de las teorías que sostienen que la intervención gubernamental no es siempre conveniente.  Entre ellas, se destaca Coase (1960) quien entiende que la intervención no siempre es necesaria. La negociación voluntaria entre las partes involucradas, puede permitir llegar al óptimo social si los costos de transacción son lo suficientemente bajos. Si el beneficio que se pudiera obtener eliminando la externalidad fuera mayor que el daño que se produce al eliminar la actividad generadora de la misma, las partes tienen incentivos para negociar voluntariamente de manera espontánea, sin necesidad de que intervenga el gobierno.

En la literatura existen varios trabajos que demuestran la existencia de regulación o presión de la comunidad a la contaminación de origen industrial (Pargal y Wheeler, 1996; Pargal et al. 1997). Los mismos sugieren que las comunidades vecinas o contiguas a las empresas industriales, receptoras directas del daño que genera la contaminación, pueden tener influencia significativa sobre las decisiones de las empresas en reducir la contaminación.

Wang y Wheeler (1996) sostienen que los ciudadanos mejor informados, es decir aquellos que conocen realmente el daño potencial de la contaminación de una fábrica, normalmente pertenecen a comunidades mejor educadas y de mayores ingresos. Esto les permite explorar y encontrar mecanismos (incluyendo acciones legales) para exigir al gobierno y a las firmas el cumplimiento de sus responsabilidades en materia de control y solución de los problemas de contaminación industrial. El desempeño ambiental de las firmas puede ser explicado por la variación en las características de la comunidad, como ingreso, educación y capacidad de negociación. 

Tanto la regulación formal como la informal pueden tener un efecto significativo sobre las reducciones de la contaminación. 

La contaminación industrial es la consecuencia de no poder transformar todos los insumos en productos. Las pérdidas, es decir, lo que no se logra transformar, constituyen los desechos contaminantes. Cuando una industria se enfrenta  al reto de reducir emisiones contaminantes tiene en forma genérica dos opciones: 

a) Instalar tecnologías de “final del tubo” (“end of pipe”) para retener o tratar los contaminantes generados.

b) Realizar actividades de “prevención de la contaminación”.

La instalación de tecnologías de “final del tubo” retiene o trata a través de plantas de tratamiento una parte de los contaminantes después de terminado el proceso productivo y antes de que salga de la planta. Una vez retenidos los contaminantes deben ser dispuestos apropiadamente. De esta forma la contaminación es movida de un ambiente sensible hacia otro más resistente, pero no necesariamente inmune a sus efectos. Desde el punto de vista financiero, la instalación de este tipo de tecnologías implica para el industrial una inversión inicial en capital y el aumento de los costos de producción.
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Figura 2- Tecnologías al "final del tubo". Inversión y costos

Fuente: Panayatou et al, 2001. 

Las actividades de “prevención de la contaminación” son aquellas aplicaciones de estrategias ambientales preventivas integradas a los procesos productivos, productos y servicios. Incluye el uso más eficiente de los recursos naturales y por ende disminuye los desechos y la contaminación así como el riesgo a la salud humana y a la seguridad. 

Además de las reducciones en emisiones contaminantes, las estrategias de prevención de la contaminación pueden generar ciertos beneficios por la reducción en los costos de producción. La mayor eficiencia del proceso se puede traducir en una mejora en la calidad del producto.

La disminución en los costos de producción puede estar dada por: un menor uso de materias primas y energías, una recuperación de materiales y subproductos, etc. Las actividades de prevención de contaminación no siempre requieren de una inversión.

Los efectos sobre la competitividad de la implementación de tecnologías de “final del tubo” y de estrategias de “prevención de la contaminación” son diferentes: en el primer caso el aumento de los costos de producción podría implicar una pérdida de competitividad, mientras en el segundo la disminución de los mismos puede llevar a un aumento de la competitividad.   

2.1 COMANDO Y CONTROL 

El enfoque tradicional para el control de la contaminación es el de “comando y control” (CYC) o regulación directa, en el cual el Estado se encarga de recopilar una gran cantidad de información acerca de las fuentes de contaminación y las tecnologías y costos de control disponibles y potenciales (Gré, 1997).

Los instrumentos de CYC o regulatorios son medidas institucionales que se orientan a influir sobre el desempeño ambiental mediante el establecimiento y control de las leyes y regulaciones que prescriben objetivos, estándares y tecnologías que deben ser cumplidas por las actividades contaminantes (Porcel 2003).

La aplicación de estándares o normas de emisión busca llegar a una determinada calidad ambiental mediante la regulación directa de las emisiones de efluentes de cada una de las fuentes contaminantes consideradas. Normalmente, la norma de emisión es un estándar que se aplica a todas las fuentes contaminantes en forma uniforme (es decir, todas las fuentes contaminantes deben llegar a un mismo nivel de emisiones), independientemente de sus costos de descontaminación. Si no hay cumplimiento por parte de la industria, se aplican multas para hacer cumplir las leyes.  

En definitiva, la decisión de una industria de reducir o no su contaminación depende de la diferencia entre los costos de abatimiento y el valor de las multas o los costos de un cierre temporal de la planta. 

El CYC se aplica en tres formas básicas: especificación de tecnologías,  especificación de normas de emisión y controles sobre el uso de recursos (principalmente el uso del suelo y los recursos hídricos) (Gré 1997).

i) Especificación de tecnologías: consiste en exigir a las empresas la instalación y operación de equipos específicos de control, o la utilización de insumos o procesos productivos específicos. Este método es el menos flexible y elimina todo incentivo para diseñar o adoptar tecnología más eficiente.

ii) Especificación de normas de emisión: consiste en permisos que especifican el tipo y la cantidad de contaminantes que las fuentes pueden descargar en un período dado o por unidad de producción.

iii) Controles sobre el uso de recursos (principalmente al uso del suelo y de los recursos hídricos). Las áreas geográficas se clasifican de tal forma que restringen o permiten el desarrollo de ciertas actividades. Este enfoque se utiliza principalmente cuando el área presenta una baja capacidad de asimilación de cierto tipo de contaminantes y cuando el daño potencial es grande.

No hay duda que las estrategias de CYC han permitido avances en el cumplimiento de objetivos ambientales, sin embargo la experiencia ha demostrado que pueden resultar a veces inflexibles y generar respuestas costosas y tienden a desincentivar la innovación tecnológica.

En parte por éstas razones y a pesar de las bondades de los instrumentos de CYC y del mejoramiento ambiental del planeta logrado a través de ellos, la tendencia de los últimos años ha sido impulsar políticas ambientales eficaces fundamentadas en el uso de instrumentos de regulación indirecta o económica. 

2.2 INSTRUMENTOS ECONOMICOS

Los sistemas tradicionales de CYC al igual que los instrumentos económicos, altamente demandadores de recursos y de capacidad institucional para su aplicación y supervisión, se han enfrentado con autoridades ambientales débiles, de escaso presupuesto y bajo poder de negociación con otras entidades sectoriales. La importancia que ha venido cobrando, la incorporación de instrumentos económicos en la gestión ambiental para complementar los esquemas tradicionales de regulación directa, establece un nuevo marco de acción presumiblemente de menor costo (Acquatella, 2001).

En la década de los 90´s las economías estuvieron aplicando una combinación de medidas regulatorias directas (normas, controles, sanciones y otras formas de intervención directa de parte de los gobiernos) e indirectas (incentivos) para desarrollar la gestión ambiental. En este sentido, el Banco Mundial (1996) ha propuesto un modelo de interacciones entre cuatro agentes claves responsables de la gestión ambiental: el Estado, las empresas, la comunidad y el mercado. El mismo se basa en el hecho de que al aplicarse incentivos múltiples se crean condiciones para establecer presión regulatoriamente pero también para mejorar los procesos de negociación y construcción de consenso entre los agentes involucrados en el esquema regulatorio. 

Específicamente en los países industrializados comenzaron a aplicarse instrumentos de regulación indirecta para promover procesos productivos menos contaminantes (ejemplos de los mismos se detallan en el Punto 2.2.4 del presente capítulo). En sus fases iniciales los instrumentos económicos, aplicados principalmente por países industrializados (países de la OCDE), se centraron en cargos y tarifas a los usuarios de los recursos naturales, subsidios directos, etc. En la actualidad, ahora también difundidos dentro de las economías en vías de desarrollo aunque de forma más gradual, dichos instrumentos económicos han ido evolucionando hacia otras formas, como los esquemas de depósitos reembolsables, cargos y tarifas por emisiones vertidas o liberadas a diferentes medios ambientales, permisos transables para el uso de recursos o por emitir cierta cantidad de contaminación, bonos de desempeño depositados durante la ejecución de proyectos ambientalmente riesgosos, esquemas de etiquetado e información pública (Acquatella, 2001).

Durante los 90´s América Latina se ha caracterizado por enfrentar un entorno macroeconómico volátil, asociado a la frecuencia de las crisis financieras internacionales y al proceso de apertura  vivido durante la década. Un entorno de gran volatilidad macroeconómica acorta el horizonte de planeación de los agentes públicos y privados, y necesariamente privilegia las políticas coyunturales de estabilización por sobre las políticas de largo plazo, como lo es la política ambiental.

El desarrollo y creciente fortalecimiento de la institucionalidad ambiental que se preveía por parte de los gobiernos en la región a comienzos de la década pasada, no sólo se ha visto frustrado por este entorno restrictivo sino que pueden verificarse retrocesos y procesos de debilitamiento en varios países de la región durante la última década. Como ejemplo de esto, sin pretender ser exhaustivos, se puede mencionar lo sucedido en Ecuador en donde las medidas propuestas sobre cargos por efluentes, a comienzos de los ´90, se tornaron impracticables dadas las condiciones económicas del país (Porcel, 2003). 

Las ventajas comparativas de América Latina se han concentrado históricamente en los sectores de recursos naturales y los sectores industriales asociados, dada la dotación de factores que dispone la región. Este patrón de especialización en recursos naturales e industrias primarias se ha visto reforzado tras el proceso de apertura comercial y reformas de política que ha tenido la región durante la década de los 90´s., sobre todo en los países de América del Sur (CEPAL, 1997). 

Cuando existen variaciones significativas en los costos de reducción de las emisiones, la imposición de reducciones iguales entre las fuentes no minimiza el costo total de cumplimiento del universo regulado. Teóricamente el costo total de cumplimiento se puede minimizar para un universo regulado de empresas si se pueden reasignar las cuotas de reducción entre las fuentes hasta que los costos incrementales por tonelada reducida sean iguales.

Sin embargo, las autoridades ambientales no pueden identificar e imponer la asignación de reducciones que produzca el costo mínimo total, por que esto requeriría el conocimiento de todas las opciones de reducción posibles y los costos incrementales de todo el universo regulado, lo cual es información privada. Además, las condiciones de producción son dinámicas, con permanentes cambios en tecnologías, insumos  y productos, y por ende, los costos incrementales de reducción cambian constantemente. 

Existe consenso de que la aplicación de instrumentos económicos puede complementar las estrategias de regulación directa que caracterizan los marcos legales en la mayoría de los países. En particular porque la flexibilidad  que ofrecen los instrumentos permite a los agentes minimizar el costo de cumplir con la regulación y así minimizar  el costo total en que la sociedad debe incurrir para lograr sus metas de calidad ambiental. 

La eficacia de los instrumentos económicos en la gestión ambiental depende, entre otras cosas, de la eficiencia del funcionamiento de los mercados y de la presencia de una plataforma institucional sólida con capacidad de llevar a cabo objetivos de gestión ambiental a nivel nacional, estatal y municipal. En última instancia el éxito de su aplicación está íntimamente ligado al grado de desarrollo institucional alcanzado y la capacidad del aparato público para hacer operativos objetivos de política de largo plazo, como lo es la política ambiental.

Uno de los argumentos de más peso a favor de la elección de incentivos económicos, es que los mismos constituyen las soluciones de más bajo costo de los problemas ambientales y, en segundo lugar, es que entrañan, en el caso de los impuestos, un “doble dividendo” al devengar ingresos para gobiernos que enfrentan problemas económicos y suelen tener sistemas tributarios mal diseñados y mal administrados. Se dice que este doble dividendo se produce porque un impuesto sobre algo “malo” reduce el peso muerto total aplicado en la economía cuando remplaza como fuente de ingreso  público un impuesto sobre algo “bueno” como el trabajo (Russell y Powell, 1997).

Su principal desventaja está relacionada con el hecho de que los instrumentos económicos no posibilitan un alto grado de previsibilidad, puesto que las el regulador no tiene información perfecta sobre los costos de abatimiento de cada empresa contaminante.

2.2.1 Tipos de Instrumentos Económicos de Política Ambiental y sus                                    aplicaciones
Los instrumentos económicos están concebidos para crear presión positiva o negativa sobre las empresas que emiten, con el objetivo de reducir el daño ambiental que generan, o para contribuir a crear mercados que ejerzan este tipo de presión. Los instrumentos más utilizados se describen a continuación.

2.2.1.1 Impuestos, cargas y tarifas

Los impuestos intentan, gravando impositivamente las actividades contaminadoras de los agentes económicos, asignar un precio de mercado al uso del medio ambiente, o compensar los costos cargados por dichos agentes sobre la sociedad en su conjunto.

Se establecen por el uso de recursos naturales y/o la emisión de algún contaminante al medio ambiente. Entre ellos se encuentran las tasas por uso de agua, tasas por volumen de efluentes vertidos a cursos de agua y tasas por emisiones liberados al ambiente. 

Las recaudaciones pueden contribuir al financiamiento de la infraestructura de saneamiento ambiental y al fortalecimiento de instituciones locales de gestión ambiental mediante la captura de ingresos propios, por ejemplo las municipalidades.

En general, los subsidios y tasas impuestas sobre otras variables que no sean la descarga de desechos, como ejemplo los impuestos sobre bienes cuya producción o uso generan contaminación, no son deseables porque los incentivos se orientan hacia una dirección errónea. 

Cuando en el sistema de incentivos económicos se emplea la tasa retributiva, la industria decide entre contaminar y pagar la tasa o descontaminar e incurrir en los costos de reducción. La racionalidad de la industria como agente económico es reducir emisiones hasta donde el beneficio marginal y el costo marginal de descontaminar se igualen. Bajo esta premisa, el nivel de reducciones alcanzado por las distintas firmas estaría determinado por las diferencias en sus costos de abatimiento. 

Este instrumento cuenta con varias ventajas. En primer lugar, al colocar la misma tasa impositiva por unidad de emisión, todas las fuentes deben ajustar sus tasas de emisión al impuesto fijado, logrando así la igualdad de sus costos marginales de reducir la contaminación. Siendo esta la condición necesaria para minimizar los costos agregados de lograr el objetivo de calidad ambiental (ver capítulo 7). En segundo lugar, cada uno buscará, por los mejores métodos a su alcance y de acuerdo a sus preferencias, la forma más económica de adaptarse al precio fijado por la autoridad ambiental. Tercero, generan incentivos claros para introducir innovaciones tecnológicas, cambios en procesos, productos, etc, con el objetivo de reducir la contaminación causada por su actividad económica.

Entre sus desventajas es necesario señalar la dificultad de hallar, por parte de la autoridad ambiental, la tasa tributaria correcta que suministre la cantidad deseada de reducción de emisiones totales debido a su falta de conocimiento de la función de costos de las empresas; los altos costos de un sistema de monitoreo y control efectivo para su implementación y; aquellos asociados a la necesidad de controlar que el impuesto no sea transferido a los consumidores a través de un incremento de los precios.

Los resultados de eficiencia del enfoque de cargos a las emisiones son alcanzables incluso aunque la entidad administradora no tenga conocimiento alguno acerca de los costos marginales de reducción de cualquiera de las fuentes, en estos enfoques el único requisito consiste en que las empresas paguen el mismo cargo y que sean minimizadoras de costos.

El éxito de los cargos está muy ligado a la flexibilidad con que cuentan los agentes para escoger entre invertir en las distintas tecnologías de descontaminación (tecnologías más limpias) y el pago de la tasa. En caso de no conocer los costos de abatimiento de cada fuente se puede seguir el método sugerido por Baumol y Oates (1982), de forma tal que el regulador pueda determinar el nivel óptimo de cargo que permita reducir unidades de emisión. El mismo es un proceso iterativo de prueba y error en donde se combinan los estándares con los cargos:

i) Fijar un nivel deseado de calidad ambiental.

ii) Calcular la reducción de la contaminación necesaria para alcanzar estos objetivos.

iii) Estimar el costo marginal de reducción de la contaminación hasta el nivel deseado. 

iv) Fijar un cargo por contaminación igual al costo marginal estimado.

Si el cálculo es correcto, la contaminación debería descender al nivel deseado y de resultar erróneo, el cargo puede aumentarse si la disminución de la contaminación es muy poca y reducirse si es demasiada, hasta lograr el estándar buscado.

De acuerdo con la experiencia de algunos países de Europa, por ejemplo en Holanda y en Francia (véase punto 2.2.4 del presente capítulo), la fijación de cargos a la contaminación del agua se acompaña de otras medidas. Primero, las descargas deben de todas maneras satisfacer estándares mínimos de tratamiento de las aguas para un número determinado de contaminantes. Simultáneamente se cobra un cargo por unidad de descarga, dependiendo de la calidad y toxicidad del contaminante. Segundo, las recaudaciones de los cargos son devueltos al productor financiando actividades específicas para mejorar la calidad del agua (Morales y Evia 1995).
2.2.1.2 Sistema de Permisos de Emisiones Transables

Son categorías de instrumentos económicos que también actúan creando incentivos para la explotación racional de un recurso. En condiciones de eficiencia administrativa de la gestión ambiental es posible utilizarlos como un mecanismo para descontaminar un área o racionalizar la explotación de un recurso natural. El sistema de permisos de emisiones transables (SPET) propone alcanzar una meta de emisiones máximas asignando derechos de emisión entre las fuentes, a través de una asignación basada en sus emisiones históricas o por medio de subasta y creando un mercado abierto para estos derechos, donde los emisores pueden venderlos y comprarlos dependiendo de los requerimientos y costos de sus planes internos de reducción. Por lo general, este total se calcula para una región geográfica o para una cuenca  específica (Field, 1995).
Una vez distribuidos estos pueden transarse, ya sea libremente o con algunas limitaciones específicas, como podrían ser las relacionadas con la localización de las emisiones o con la toxicidad de las mismas (Gré 1997). Las empresas que desarrollen opciones de reducción más baratas que el precio de los derechos en el mercado pueden optar por descontaminar más allá de su cuota asignada, vender sus derechos en exceso, y generar utilidades por la venta de ese “servicio ambiental”. Las empresas con costos de reducción más altos al precio de los permisos en el mercado pueden comprar derechos para complementar sus esfuerzos en su propia planta. Esta opción permite la flexibilidad de emitir más que el promedio, pero compensando sus emisiones extras comprando derechos provenientes de mayores reducciones en otras fuentes con opciones más costo-efectivas.

De esta forma, el costo de las opciones de descontaminación en cada empresa tendería hacia el precio de derechos en el mercado, eventualmente igualándose los costos incrementales entre las fuentes, llegando a la solución del mínimo costo para todo el universo regulado. La efectividad del modelo requiere que la autoridad ambiental asigne los derechos equitativamente, mida las emisiones cuidadosamente y asegure que al final de cada año cada empresa tenga un número de derechos igual a las toneladas de contaminante vertido. En caso de no cumplir la penalización simplemente tiene que ser más costosa que comprar los derechos faltantes en el mercado. En caso de asegurar el cumplimiento, el sistema garantiza un límite específico a las emisiones totales vertidas por el universo regulado y el costo total económico es el mínimo posible (Field, 1995).

El sistema opera controlando la cantidad total de los derechos y permite que la dinámica del mercado fije su precio. El precio no es estático, por el contrario, puede cambiar significativamente en el tiempo, en la medida que nuevas tecnologías y mayor oferta de soluciones entren al mercado, pero en este caso la demanda cae, no se incrementa. Los cambios en la demanda  causarán cambios del precio como en cualquier mercado de bienes y servicios.

La aplicación del SPET para disminuir la contaminación requiere de ciertas condiciones económicas y políticas, la existencia de un mercado potencial fuerte, de una autoridad ambiental sólida y de un considerable manejo de la información por parte de los encargados de implementar dichas políticas. La aplicación de un sistema puro de permisos negociables requiere de la existencia de un número considerable de empresas que permitan crear un mercado competitivo de permisos para emitir y que ninguna de ellas pueda ejercer su poder en el mercado de permisos.
Bajo estas condiciones se cumple que un SPET es costo-efectivo, es decir se logra que en el equilibrio se igualen los costos marginales de reducción de contaminación. Además el precio de cada permiso es único e igual a este costo marginal (Montgomery, 1972).
Mediante este sistema para contaminantes que se distribuyen de manera uniforme se logra la asignación costo-efectiva de emisiones sin que el regulador tenga conocimiento alguno de los costos de abatimiento de cada fuente. La decisión final de cuanto reducir se deja a las fuentes mismas que disponen de la mejor información y requiere solamente que las fuentes de contaminación sean agentes que minimizan sus costos y que efectivamente se genere un mercado.

2.2.1.3 Subsidios

Los subsidios, en esencia, son recompensas para aquellos agentes que contribuyen a disminuir la contaminación ambiental a través de sus acciones de reducción de emisiones, inversiones en tecnologías limpias, donaciones para la investigación y desarrollo de tecnologías limpias, uso de fuentes de energía alternativa, etc.

La gran ventaja de este instrumento es su alto grado de aceptación por los agentes económicos, pero en general los subsidios presentan algunas dificultades y distorsiones como ser; no garantizan el control del nivel total de las emisiones para un conjunto de agentes, generan incentivos para engañar a la autoridad ambiental y promover la corrupción administrativa y exigen una autoridad ambiental con información completa, solidez financiera y alta capacidad técnica. 

2.2.1.4 Instrumentos financieros

Consisten en distintas formas de asistencia financiera, que tienen por objeto incentivar el uso de tecnologías limpias a través de la implementación de tecnología avanzada en el proceso de producción y de tratamiento de efluentes en plantas industriales. Generalmente estos instrumentos se manifiestan en tasas de interés preferenciales y otros mecanismos monetarios, tales como los fondos para la protección ambiental.

Los fondos están asociados a instrumentos financieros, básicamente a sistemas de crédito, los cuales pueden estar conformados por recursos del Estado o aportes de cooperación internacional. La gestión de estos fondos puede ser responsabilidad gubernamental, ejercida directamente o delegada a organizaciones privadas o puede ser responsabilidad directa de estas organizaciones.

Borregaard y Claro (1995) afirman que las líneas de crédito flexibles, destinadas a inversiones en el control de la contaminación muchas veces son justificadas, como es el caso de las pequeñas y medianas empresas que por sus características y estructuras de costo responden mejor a estos incentivos que a la imposición de cargos. En este sentido, los incentivos financieros deberían promover la prevención de la contaminación como estrategia que ofrece un sinnúmero de oportunidades y ventajas para mejorar el rendimiento ambiental de las empresas conjuntamente a un aumento de su productividad.

2.2.1.5 Derechos de propiedad   

El problema de la contaminación de aguas se origina por la imposibilidad de definir derechos de propiedad sobre el recurso. Esta definición determina la calificación del recurso de agua como bien público y como tal tiene libre acceso tanto para su consumo como para utilizarlo como receptor de residuos. Se argumenta frecuentemente que la falta de derechos de propiedad puede explicar de alguna manera la degradación de los recursos naturales renovables. Con derechos y títulos exclusivos y seguros sobre la propiedad, el agotamiento de los recursos es interno a los propietarios o usuarios, mientras que bajo acceso abierto es externo a los usuarios. Por lo tanto, toda definición de derechos de propiedad tenderá a solucionar el problema. Sin embargo, este tipo de soluciones son difíciles, más allá de la creación de un SPET, ya comentado.
2.2.1.6 Intervenciones a nivel de la demanda

Constituyen programas que generan incentivos sobre empresas a través de la diseminación pública de información y transparencia sobre el desempeño ambiental de éstos y sus productos. Su aplicación como incentivo económico podrá estar ligada a procesos como eco-etiquetado, adopción de normas internacionales de calidad de producto (ISO 9000) y/o normas del sistema de gestión ambiental  (ISO 14000) o prácticas de rehúso o reciclaje de insumos, entre otros.

2.2.2 Aplicación de Instrumentos Económicos: factores condicionantes

La aplicación de instrumentos económicos en la gestión ambiental y particularmente, en la promoción de una producción más limpia, debe tomar en cuenta elementos claves que deben ser analizados previamente a fin de definir los instrumentos que son viables tanto técnica, económica como institucionalmente, así como también los mecanismos para su aplicación. Entre las pre-condiciones que las instituciones reguladoras de la gestión ambiental deben tomar en cuenta al diseñar e implementar instrumentos económicos se consideran (Pitty 2001):

· La necesidad de balancear la generación de ingresos para el financiamiento de la gestión ambiental con el mejoramiento de la calidad ambiental. Es necesario cuidar que la aplicación de cargos, tasas e impuestos no se convierta en un instrumento de recaudación en lugar de un instrumento para mejorar la calidad ambiental. Aplicados de forma eficiente, los cargos, tarifas e impuestos pueden lograr la aceptación de los contribuyentes y mejorar las oportunidades de la entidad reguladora ambiental de obtener las metas ambientales. Habrá mayor aceptación de los contribuyentes al pago de cargos, tarifas e impuestos cuando dichos recursos tengan un destino específico, que cuando no se conoce el uso futuro de dichos recaudos.

· La importancia de compatibilizar los instrumentos económicos de gestión ambiental con la política macro y las políticas sectoriales y regionales. La aplicación de instrumentos económicos de gestión ambiental no opera en un vacío institucional, sino que se enmarca dentro del contexto de otras decisiones de política económica. Por lo tanto es fundamental la compatibilidad entre la definición y aplicación de instrumentos económicos de gestión ambiental y las políticas macroeconómicas, sectoriales y regionales en temas de comercio, producción y desarrollo macroeconómico establecidos en los planes de desarrollo o las estrategias regionales.

· Contar con un marco institucional definido que facilite la aplicación de los instrumentos económicos. Es necesario evaluar las situaciones donde las responsabilidades de la gestión ambiental están dispersas entre varias instituciones nacionales, regionales y locales, y si se producen situaciones de conflicto entre dichas instituciones o falta claridad en la definición de competencias.

· Necesidad de compatibilizar los instrumentos económicos de gestión ambiental con el marco jurídico legal en que operan las actividades hacia las cuales se destinan los incentivos. Es necesaria la existencia de un marco regulatorio que soporte y regule la correcta implementación del incentivo económico aplicado.
· Contar con un marco de información técnica y económica que sustente las decisiones para aplicar los instrumentos económicos de gestión ambiental. Implica la necesidad de disponer y/o de construir mecanismos de recolección de información y capacidad estadística de contenido ambiental que sustente los parámetros técnicos y económicos de medición en una actividad o área específica. 
· Contar con las estrategias de comunicación dirigidas al público y los actores afectados. Esto se explica, ya que el apoyo del público, de las comunidades involucradas y el cuestionamiento de los actores afectados de que hay un problema ambiental que debe ser resuelto, son elementos claves para tener éxito en la implementación de los instrumentos de gestión ambiental.

· Disponer de mecanismos de monitoreo y evaluación necesarios. Esencialmente, un instrumento económico será definido para atacar o mejorar una situación ambiental dado un parámetro de calidad previamente identificado y disponer de la información técnica y capacidad profesional para monitorear y realizar mediciones periódicas que reflejen si el problema de contaminación se reduce o no en un período determinado.

· Contar con capacidad administrativa sólida técnica y financieramente. La aplicación de instrumentos económicos de gestión ambiental implica costos administrativos importantes para hacerle frente a los requerimientos de monitoreo, diseño legal, consulta pública, fiscalización y recaudación de los instrumentos económicos. 

2.2.3 Experiencia internacional en la aplicación de instrumentos económicos

2.2.3.1 Cargos por efluentes

En América Latina la experiencia más amplia en cuanto a la utilización de instrumentos económicos para la gestión ambiental corresponde a los cargos por descargas directas a aguas superficiales.

En Argentina se utiliza un instrumento que se conoce como el derecho especial para el control de la contaminación, que determina que todo establecimiento que efectúe vertidos con parámetros cuyas concentraciones superen los límites permisibles debe abonar tal derecho a la autoridad competente. La estructura de esta tarifa se divide en dos partes: una tarifa para las descargas entre el nivel permitido y la máxima descarga aceptable y otra tarifa con sanciones mucho más altas para las descargas que superen el umbral máximo aceptable (CEPAL, 1997 y Von, 1996).

La legislación sobre aguas en Brasil, reconoce el hecho de que el agua es un bien económico por cuya utilización en consecuencia, debe cobrarse. En dicho país se utiliza la tarifa de efluentes industriales cuyo cobro es impuesto a todos los contaminadores. Se basa en el volumen y la concentración del efluente incluyendo DBO y los metales pesados (Porcel, 2003).

En 1997 en Colombia, se diseñó la Tasa Retributiva por vertimientos puntuales con el objetivo principal de reducir, a un menor costo, las descargas totales de DBO y sólidos suspendidos totales (SST), hasta lograr las metas de reducción de la contaminación en cada cuenca (Castro y Caycedo, 2002). La adopción del sistema de cargos por contaminación fue gradual, analizándose los costos de reducción de la contaminación.

La autoridad en Colombia, recauda el nivel de la tasa estipulada por decreto, cobrando el mismo nivel a todo vertido por kilogramo de contaminante. Las empresas evalúan las opciones de reducción cuyo costo analizado sea menor que el pago total anual de la tasa. 
A la experiencia colombiana se suma lo ocurrido en China y Filipinas en relación a la efectividad de los cargos en la disminución de las emisiones industriales.
China impuso cargos por contaminación, los cuales gravan únicamente la contaminación que excede el límite estipulado y el contaminante del aire o el agua que transgrede las normas correspondientes a cada medio. Las autoridades ambientales chinas imponen graves sanciones, y han obligado a algunos establecimientos grandes a instalar los recursos técnicos necesarios para reducir la contaminación (Wang y Cheng, 1999).

En Filipinas a través de auditorias ambientales se descubrió que solamente el 8% de los establecimientos industriales cumplían con la normativa tradicional. A fin de proporcionar nuevos incentivos, en 1997 el gobierno impuso un cargo ambiental al usuario por la contaminación industrial. Según el Banco Mundial (2002), el sistema consta de dos partes: un cargo fijo, determinado en función del volumen de descarga, y dos niveles de cargos por emisiones: uno por unidad que se ajusta al nivel permitido y otro más alto por unidad de emisiones que superan este nivel. Tras dos años de aplicación del sistema se menciona que las descargas de las plantas medidas en DBO, han descendido en un 88%.

En México, se puso en práctica el sistema de cobro del derecho por descargas de aguas residuales con el objeto de disminuir su volumen de aguas residuales y motivar a las empresas a invertir en la ejecución de obras de control de calidad de las descargas. El monto de los derechos va a depender de la magnitud en que se excedan los límites permisibles de vertimiento en términos de la DBO y el contenido en los SST (CEPAL, 1997).

Los objetivos del instrumento fueron controlar las descargas provenientes de las industrias con mayor carga de toxicidad, el criterio que guió su diseño fue el de estimar los costos de tratamiento por volumen y límites máximos de contaminantes permisibles y así como también brindar incentivos a las empresas para que inviertan en reducción de la contaminación a los efectos del control de la calidad del agua.

Holanda estableció tasas por contaminación hídrica a las empresas que efectúan vertidos a aguas de dominio público. Su recaudación se destina para financiar la construcción de las plantas de tratamiento y la subvención a inversiones ambientales de los particulares. Las reducciones de contaminación estuvieron directamente relacionadas con los incrementos graduales del nivel de la tasa por contaminación. 

En Francia la aplicación de cargos por emisión al agua fue gradual y muy exitosa en la generación de ingresos para inversiones relacionadas con el agua, ya que se transfirieron una parte considerable de los ingresos a los que abonan estas tarifas. El programa de cargos por contaminación, destina el 70% de los fondos recaudados a la implementación de procesos de producción más limpia con créditos de fomento al sector industrial por medio de fondos regionales, lo que fue un factor fundamental para generar apoyo del público al programa de tasas. 

2.2.3.2 Instrumentos financieros

Existen ejemplos de países que ofrecen crédito subsidiado para inversiones ambientales, entre ellos México, Brasil y Chile, en los cuales se fomentan las inversiones para la disminución de la contaminación o para la adopción de tecnologías más limpias en la industria.

En México se han usado incentivos económicos para inducir a los agentes vinculados al tema a responder en forma más positiva a las preocupaciones sobre la calidad de agua. Von (1996) afirma que se entregaron préstamos a bajos intereses a las administraciones locales y a las empresas privadas, a las que se les exigió instalar equipos de tratamiento.

En Brasil, previo a los préstamos para el control de la contaminación, se implementaron sistemas básicos de permisos, estándares y regulaciones ambientales, sin embargo los mecanismos de monitoreo y fiscalización operaron en forma ineficiente. El éxito del los programas de crédito para la descontaminación industrial dependió en gran medida de la capacidad de gestión ambiental y de la fiscalización de los estándares ambientales (Perch, 2002).

En Chile, el Ministerio de Economía como un instrumento de fomento, implementó un programa de fomento a la producción más limpia, que incluye la creación de un Fondo de Asistencia Técnica (FAT) para créditos y asesoramiento técnico dirigido a inversiones en tecnologías limpias y con propósitos ambientales. El programa incluyó acuerdos con sectores productivos y la creación de un centro de producción más limpia para proveer información y asesoría a la generación de proyectos (Borregaard y Leal, 2002).

2.2.4.3 Sistema de Permisos de Emisión Transables 

Los SPET para el control de la contaminación hídrica han sido aplicados muy pocas veces y en todas ellas con problemas de desarrollo. En estas experiencias CONAMA (1998) señala que se ha detectado una serie de problemas que han impedido el buen funcionamiento de los SPET. Una de ellas es que no se ha logrado establecer una equivalencia entre las distintas sustancias contaminantes, por lo tanto no ha sido posible transar permisos entre empresas con distintas sustancias.

La experiencia al respecto de los SPET es aún escasa, ya que inclusive para los países desarrollados ha sido difícil de implementar, por cuanto requieren de un sistema de control complejo y sofisticado (Leal, 1997). Es improbable un funcionamiento efectivo del sistema si la fiscalización de los estándares es débil y si existe incertidumbre acerca de la determinación exacta del inventario de contaminación sobre el cual se basan los permisos transables (Von, 1996). 

2.2.4.4 Conclusión    

Ningún instrumento específico puede resolver el problema de la contaminación por efluentes en su totalidad, pero una combinación de algunos instrumentos de política ambiental logra alcanzar los distintos objetivos de una manera eficaz y eficiente.

Los cargos por contaminación han tenido la cualidad de ser un instrumento cuya aplicabilidad se ha podido adecuar a las distintas realidades nacionales, que en combinación con los instrumentos de CYC y a veces con otros instrumentos económicos (como los incentivos para tecnologías más limpias), han permitido conseguir logros importantes en la reducción de la contaminación hídrica.

La experiencia de China, Filipinas y Colombia indican que los cargos por contaminación pueden generar una disminución rápida, pronunciada y sostenida de las emisiones industriales. Otorgan máxima flexibilidad tanto a las industrias como a las autoridades de regulación, quienes pueden utilizarlas para alcanzar distintos niveles de calidad ambiental.

En los países analizados que se han implementado sistemas de incentivos financieros para apoyar la introducción de tecnologías ambientales, generalmente son financiados con un sistema de cargo a las descargas de efluentes. En algunos casos, la descentralización o privatización del monitoreo y de la fiscalización puede mejorar la situación al entregar la responsabilidad a entidades mejor informadas en lugar de que sea manejada por  los organismos ambientales dependientes del Gobierno Central.

La experiencia internacional muestra que para la aplicación de los instrumentos económicos es fundamental  la superación de la carencia de información y de los obstáculos políticos, comunicacionales, institucionales, administrativos y técnicos. 

En general, para que cualquier instrumento económico funcione debe existir o fortalecerse los sistemas de fiscalización existente, lo cual implica entre otras cosas, la coordinación y participación de los actores involucrados. Asimismo, para que opere el incentivo deben existir sanciones por el incumplimiento de las reglas acordadas.

2.2.5 Cuadro de Instrumentos de Regulación Ambiental

	Tipo de instrumento
	Definición
	Ventajas
	Desventajas

	Estándares
	
	
	

	* Estándar de calidad
	Fijan la concentración máxima en que un contaminante  determinado puede estar presente en el ambiente.
	Provee una base para evaluar la regulación vigente, permite establecer prioridades y metas.
	Requiere un alto conocimiento científico de los efectos de los contaminantes. Es difícil evaluar efectos combinados de contaminantes.

	* Estándar de descarga o emisión
	Son límites para la descarga de contaminantes de fuentes individuales en un punto específico.
	Medio directo, práctico para controlar la contaminación, da flexibilidad a la firma para elegir tecnología de control.
	Altos costos de fiscalización.

	* Estándar tecnológico (descarga o emisión)
	Es un tipo de estándar que especifica la tecnología que la fuente puede utilizar.
	Permite un máximo control.
	No da flexibilidad tecnológica. 

	Incentivos Económicos
	
	
	

	* Tasas sobre emisiones y efluentes
	Cobro por cantidad o calidad de un contaminante emitido en aire o agua.
	Genera ingresos al regulador, incentiva a reducir la contaminación, permite reducir costos y estimula innovación.
	Incluye una implementación compleja y altos costos de seguimiento.

	* Cargos al usuario
	Es un cobro al usuario por el uso de procesos contaminantes.
	Genera ingresos, incentiva la innovación en tecnologías de control.
	Alto costo de fiscalización.

	* Sistema de Permisos de Emisión Transables 
	Se asigna permisos o derechos para emitir o descargar contaminantes. Estos permisos se pueden transar en el mercado.
	Genera ingresos para el gobierno en caso de ser subastados, incentiva a reducir contaminación, permite reducir costos, estimula innovación en tecnologías de control.
	Altos costos de transacción, complejo de aplicar, altos costos de fiscalización, requiere un mercado bien definido.

	* Instrumentos financieros (financiera, créditos de fomento, fondos)
	Se entrega una ayuda a los agentes que usan, promueven o investigan en tecnologías o productos más limpios.
	Incentiva aplicar procesos limpios, incentiva innovación en tecnología de control.
	Impone costos al contribuyente y no al contaminante.

	* Subsidio
	Se entrega a los agentes que disminuyen la contaminación ambiental a través de reducción de emisiones, tecnologías más limpias, etc.
	Incentivo al control de la contaminación y manejo de residuos. Estimula la innovación en tecnologías de control.
	Perpetúa industrias contaminantes. Impone costos sobre el pagador de impuestos más que al que contamina.


3. MARCO INSTITUCIONAL Y LEGISLACIÓN

3.1 MARCO INSTITUCIONAL

El propósito de este capítulo es describir la normativa existente a nivel nacional en materia de la contaminación por efluentes industriales para el caso de Montevideo, nuestro caso de estudio.
En Uruguay no existe solamente una única institución con competencia sobre todos los aspectos relacionados a la protección del medio ambiente. Por el contrario las competencias están descentralizadas entre el Gobierno Central y sus varios ministerios y agencias y las municipalidades. A continuación se detallan los mismos: 

· El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), está involucrado en todos los aspectos de la protección ambiental (agua, aire, residuos, ruido, suelos, etc.), principalmente a través de la Dirección Nacional del Medio Ambiente (DINAMA). Este Ministerio fue creado en mayo de 1990, a través de la “Ley de Creación del MVOTMA” (Ley Nº 16.112) con el cometido de la formulación, ejecución, supervisión y evaluación de los planes nacionales de protección del medio ambiente y la instrumentación de la política nacional en la materia. Por otro lado, la DINASA (Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento Ambiental) se encarga de la administración, defensa y mejoramiento de las aguas, álveos y zonas aledañas y control de la contaminación.
· El Ministerio de Agricultura, involucrado en la reglamentación forestal y suelos.

· El Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a través de la Dirección Nacional de Hidrografía (DNH), realiza la supervisión, vigilancia y regulación de todas las actividades y obras públicas o privadas relativas al estudio, captación, uso, conservación y evacuación de las aguas de dominio público o privado.

· Intendencia Municipal de Montevideo (IMM), que asume la prestación y mantenimiento de los servicios de saneamiento del departamento, a través de la División de Saneamiento, perteneciente al departamento de Desarrollo Ambiental. Dentro de la División de Desarrollo Ambiental, la Unidad de Efluentes Industriales (UEI) tiene competencias en las tareas de fiscalización, realización de inspecciones y monitoreo de las industrias. Esta gestión se traslada a cada una de las intendencias de los restantes 18 departamentos del Uruguay.
· Prefectura Nacional Naval, desarrolla actividades de protección de contaminación marina. A través de la Ley Nº 16.688 se le asigna la dirección de un “Sistema Nacional de Control de Derrames de Contaminantes”.

· Administración de Obras Sanitarias del Estado (OSE). Dentro de sus cometidos y facultades, se encuentra la prestación del servicio de agua potable, la prestación del servicio de alcantarillado (excepto en Montevideo) y el control higiénico de todos los cursos de agua que utilice para sus cometidos.

Como ya vimos, en cuanto a la gestión de control de contaminación de los recursos hídricos en el ámbito nacional y departamental han existido y existen diversos organismos competentes, que actúan a distintos niveles y con distintos grados de responsabilidad. De acuerdo a lo investigado y de las entrevistas que hemos tenido en los organismos (DINAMA y DDA), se constata la existencia de superposición de responsabilidades y falta de coordinación adecuada por parte de los organismos competentes. En particular, nos focalizaremos en la Dirección Nacional de Medio Ambiente (DINAMA) del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) y el Departamento de  Desarrollo Ambiental (DDA) de la Intendencia Municipal de Montevideo (IMM), por ser estos los organismos que poseen información imprescindible para poder realizar nuestra monografía. 
A través de la Unidad de Efluentes Industriales (UEI) el Departamento de Desarrollo Ambiental de la IMM, se encarga del monitoreo de efluentes industriales para asegurar el cumplimiento de los estándares de vertido y el correcto funcionamiento de las plantas de tratamiento y del monitoreo de los cursos de agua. 

A partir de 1990 con la creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) se transfieren a la DINAMA las actuaciones y responsabilidades en materia de calidad de aguas y aprobación de plantas de tratamiento industriales. A través de la División de Control Ambiental, es la encargada de entregar la Autorización de Desagüe Industrial, previa comprobación de que la  planta de tratamiento es capaz de lograr que los efluentes cumplan con los estándares de vertido. El MVOTMA es además el organismo competente en materia de aplicación de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental, vigente desde 1994 para la consideración de la incidencia ambiental positiva o negativa de los diversos proyectos industriales de infraestructura, servicios, etc. 

El control de las plantas de tratamiento industriales es competencia de la Intendencia Municipal de Montevideo como de la DINAMA, en diferentes instancias jurisdiccionales. En general, se podría decir que la DINAMA es responsable del “control inicial” ya que es la encargada del otorgamiento de permisos para descargas industriales cuando se constata que la empresa tiene una planta de tratamiento que cumple con los estándares de emisión. Por otra parte, la Unidad de Efluentes Industriales a través de sus funciones es responsable del “control de cumplimiento”. 

De acuerdo a lo comentado en una entrevista por la Ing. Alicia Raffaele, en 1995 se llegó a un acuerdo entre la DINAMA y la IMM, dicho acuerdo establece que la IMM se encarga del monitoreo periódico de las emisiones de efluentes de Montevideo, mientras que la DINAMA se encarga de aprobar las plantas de tratamiento. Si bien este acuerdo enfrentó diversas dificultades, se puede decir que resultó beneficioso para conservar los recursos escasos del gobierno.

3.2 LEGISLACIÓN

En la siguiente sección se identifican y describen en forma resumida las leyes y decretos nacionales más importantes referentes a la prevención de la contaminación de aguas. En primer lugar nos abocaremos a las leyes y decretos aprobados a nivel nacional y luego expondremos los decretos y las resoluciones municipales.

3.2.1 Legislación Nacional  

3.2.1.1 Constitución de la República Oriental del Uruguay

A partir de la reforma constitucional de 1996 se incluyó el artículo de protección ambiental, el cual fue ampliado en la Reforma Constitucional de 2004 (ver Anexo N° 1). Constituye la norma de máxima jerarquía en la legislación nacional en lo que refiere a la protección del medio ambiente:

Artículo 47. “La protección del medio ambiente es de interés general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores”.

3.2.1.2  Código de aguas – Ley Nº 14.859

En cuanto a la evolución de la legislación en el ámbito nacional, el primer antecedente directo refiere a la Ley Nº 14.859 del 15 de diciembre de 1978 que aprobó el Código de Aguas y el informe producido por la Comisión designada por el Decreto Nº 324/978 del 8 de junio de 1978. El Código de Aguas establece en su artículo 1º que el régimen de las aguas en la República Oriental del Uruguay está determinado por el propio Código de Aguas, el Código Civil y sus modificaciones, por leyes especiales, por tratados que haya acordado el país y por las normas de derecho internacional. En el artículo 3 establece que el Poder Ejecutivo es la autoridad nacional en materia de agua. En el artículo 4 se establece que el Ministerio competente podrá supervisar, vigilar y regular todas las actividades y obras públicas o privadas relacionadas con el uso y evacuación de las aguas y que podrá actuar para proteger el ambiente natural. 

A su vez el Código de Aguas establece en su Título V – Capítulo 1°, “Normas relativas a la defensa de las aguas, álveos y zonas aledañas”, en las que se incluyen facultades al Ministerio competente para dictar providencias y aplicar medidas que impidan el deterioro de los recursos hídricos, así como para sancionar las infracciones de dichas normas. Por otra parte, la citada comisión indicó en su informe las medidas a adoptar, para prevenir la contaminación de los cursos de agua, las que se refieren a clasificación de cuerpos receptores según sus usos preponderantes, límites de los parámetros de contaminación, normas para vertimientos de efluentes y sanciones derivadas de la aplicación de dichas medidas.

En lo referente al control de la calidad de las aguas en nuestro país existen 4 principios generales incluidos en el Título V- De las obras de defensa y mejoramiento y disposiciones preventivas – Capítulo 1º – De la defensa de aguas, álveos y zonas aledañas,  donde se establece los artículos 144 al 155 del Código de Aguas. A continuación expondremos los artículos a nuestro juicio más relevantes:

Artículo 144. “Queda prohibido introducir en las aguas o colocar en lugares desde los cuales puedan derivar hacia ellas, sustancias, materiales o energía susceptibles de poner en peligro la salud humana o animal, deteriorar el medio ambiente natural o provocar daños”.

En este artículo, si bien es muy general el concepto, queda reflejada la conservación de las aguas como de interés público.

Artículo 145.- “El Ministerio competente podrá permitir las actividades mencionadas en el artículo anterior en los siguientes casos:
1º Cuando el cuerpo receptor permita los procesos naturales de regeneración;

2º Cuando el interés público en hacerlo sea superior al de la conservación de las aguas, sin perjuicio de las medidas que se adopten para prevenir el daño o advertir el peligro”.

Artículo 146. “Cuando el Ministerio competente permitiera las operaciones a que se refiere el artículo anterior, podrá establecer los límites máximos dentro de los cuales los cuerpos receptores podrán ser afectados por las sustancias, energía o materiales mencionados, así como podrá imponer el tratamiento previo de los afluentes para regenerar las aguas”.

Estos artículos establecen excepciones para la posible aprobación de algún proyecto en particular por parte del Ministerio, independientemente de los daños ambientales que el mismo ocasione y con las limitaciones que dicho Ministerio entienda pertinentes. 
Artículo 147.” Las infracciones a lo dispuesto en el artículo 144 serán sancionadas por el Ministerio competente del modo siguiente:

1º Con una multa entre 100 UR (cien unidades reajustables) y 5.000 UR (cinco mil unidades reajustables), según la gravedad de la infracción, de conformidad con la reglamentación del Poder Ejecutivo.

2º Con la caducidad del permiso o concesión de uso de aguas que hubiere otorgado al infractor.

Las sanciones mencionadas podrán imponerse conjuntamente, y se entenderán sin perjuicio de la sanción penal que correspondiere cuando el hecho constituyere delito”.

Artículo 148. “En caso de infracciones graves o reiteradas por parte de un establecimiento industrial o comercial, el Poder Ejecutivo podrá disponer su clausura temporaria o definitiva, según los casos, previo informe del Ministerio competente”.

En estos artículos se establecen las sanciones que puede aplicar el Ministerio, de acuerdo a las posibles irregularidades que puedan surgir. Las sanciones pueden ser a través de multas, clausuras temporarias o definitivas y sanciones penales si correspondiera.

El decreto reglamentario de la mencionada Ley, conocido como “Reglamentario para la prevención de la Contaminación de Aguas”, es el Decreto Nº 253/79 y sus actualizaciones.

3.2.1.3 Decreto  reglamentario para la prevención de la Contaminación de las Aguas - Decreto Nº 253/79 y sus actualizaciones

En 1979 se aprueba el Decreto Nº 253/79 y modificativos (decretos Nº 432/80, Nº 429/84, Nº 232/88, Nº 579/89) que establece al Poder Ejecutivo como autoridad nacional en materia de políticas de aguas y se determinan los criterios de clasificación de los cursos de agua y se aprueban las “Normas para prevenir la contaminación industrial mediante el control de las aguas”.

Este Decreto re define estándares ambientales para los cursos de agua, estándares de emisión para las industrias y sanciones por incumplimiento. Estos estándares fueron definidos en términos de concentraciones de contaminación en los efluentes. Sin embargo no fue establecido ningún límite a la cantidad de contaminación (carga) emitidos.
Asimismo, saca de la órbita municipal el proceso de otorgamiento de la Autorización de Desagüe Industrial actualmente en manos de la DINAMA. En todo lo restante incluyendo por supuesto el enfoque básico de política pero también procedimientos y disposiciones específicos, el Decreto Nacional es una aplicación en el ámbito nacional de las normas previas municipales (Caffera, 2004).
En su artículo 3, el Decreto Nº 253/79 fija los estándares ambientales de acuerdo a cuatro categorías dentro de las que se clasificarían los cursos de agua. Estas son: clase 1: aguas para consumo humano, clase 2: aguas para recreación e irrigación, clase 3: aguas para la preservación de la flora y la fauna y la irrigación de productos no consumidos directamente por humanos, clase 4: aguas que atraviesan áreas urbanas o suburbanas y para la irrigación de productos no consumidos por humanos. La clasificación de los cuerpos de agua en estas cuatro clases nunca fue llevada a cabo, por lo que los estándares de emisiones son las únicas normas que regulan los efluentes industriales, tal cual se establece en el mismo decreto. Actualmente la DINAMA clasificó a todos los cursos de agua pertenecientes a cuencas mayores. Pero esto no ha provocado mayores cambios en la política ambiental relativa a contaminación de aguas.
 En el artículo 5, se establecen las características que deben cumplir los cuerpos de agua de acuerdo a su clasificación en las cuatro clases mencionadas anteriormente, estableciendo los valores límite para una serie de parámetros físico-químicos, metales pesados y tóxicos orgánicos. Los límites mencionados vigentes se adjuntan en el Anexo Nº 2. En el artículo 11, se establecen los estándares a ser cumplidos por cualquier efluente para poder ser vertido tanto a colector de alcantarillado como a cursos de agua o filtración a terreno y en ningún caso será permitida la dilución de efluentes con aguas no contaminantes. Los límites para desagües están detallados en el Anexo Nº 3. 

En los artículos siguientes se describe el trámite a realizar para lograr la obtención de la autorización de desagüe industrial, los requerimientos y sanciones en caso de incumplimiento. En función de la ubicación tentativa de los emprendimientos, serán exigirán los requisitos a satisfacer de acuerdo al decreto, dependiendo de la clasificación del cuerpo de agua que oficie como receptor de los efluentes industriales.
A continuación detallamos el proceso de Solicitud de Autorización de Desagüe Industrial (SADI), el cual se resume en la siguiente figura.
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Figura 3 - Pasos para obtener la Autorización de Desagüe Industrial (ADI)
Fuente: Caffera, 2002.

Es importante resaltar que en este proceso de Solicitud de Autorización de Desagüe Industrial, se le solicita a las empresas vasta información acerca de su proceso productivo con el objetivo de controlar el cumplimiento de los estándares de emisión. Entre otras cosas, se solicita la producción máxima diaria y mensual, consumo de agua promedio por unidad de producción, principales materias primas utilizadas, cantidad diaria utilizada de producción, descripción de los tipos de efluentes generados, etc.

La razón por la cual se solicita esta información es para conocer el nivel de actividad máxima de la firma para asegurarse que con determinado nivel de actividad y con la planta de tratamiento adecuada, se lograría los estándares de emisiones.

Conjuntamente con la SADI, la industria interesada presentará un proyecto de la planta de tratamiento a realizar y un cronograma de obras que deberá cumplir. Las obras deben estar dirigidas y ejecutadas por un profesional competente, que podrá ser Ingeniero Civil o Químico. Cuando la obra llega a su término se debe informar al MVOTMA, el Informe de Puesta en Operación (IPO) tiene como objetivo la evaluación del funcionamiento de la planta de tratamiento. Posteriormente se entrega la Autorización de Desagüe Industrial (ADI), la cual de acuerdo a lo establecido en el artículo 27, tiene una duración máxima de 8 años. La ADI  mientras este en operación tiene que estar en todo momento bajo la supervisión de un profesional competente. 

Cabe destacar que de conversaciones tenidas con personal de la División de Control Ambiental de la DINAMA, se nos informó que son muy pocas las empresas que actualmente en Montevideo obtienen la ADI, ya que en relación presenta pocos beneficios y la mayoría de las mismas permanecen en la etapa de evaluación. Esto se podría estar debiendo al hecho de que si bien se les exige a las empresas la obtención de la ADI, las mismas pueden producir en la etapa de solicitud sin estar incumpliendo con la normativa.
En el artículo 32, el decreto establece una serie de multas por incumpliendo de las disposiciones precedentes. De acuerdo al sistema de multas, es importante destacar que las violaciones a los estándares no están penalizadas por la legislación. La legislación uruguaya pena únicamente los incumplimientos en el proceso de obtención de la ADI y los incumplimientos referentes al correcto funcionamiento de la planta de tratamiento. Este aspecto resulta contradictorio con respecto a la literatura teórica acerca de la fiscalización de estándares de vertido, en donde las multas son una función creciente de la violación al estándar permitido. De todas maneras el enfoque de la fiscalización de Uruguay es consistente con el esquema de control utilizado. Como vimos previamente, una empresa no puede obtener el ADI sin contar con una planta de tratamiento que le permita cumplir con los estándares de vertido permitidos. Por esa razón es que en el proceso de SADI se le exige a la empresa brindar vasta información acerca de los procesos productivos y niveles de actividad, de forma tal de solicitarle una planta de tratamiento adecuada en pos de cumplir con los estándares de vertido. La única razón por la cual no se cumpliría con los parámetros es cuando la planta de tratamiento (PT) no funciona bien, para lo cual se dispone de inspecciones para controlar el correcto funcionamiento de las plantas. Es por ello que las violaciones referidas en la legislación para aquellas empresas con PT ya construidas, solamente hacen referencia al funcionamiento de las PT (Caffera, 2004).
3.2.1.4 Ley de Declaración de Interés General a la Protección Ambiental –Ley Nº 17.283

La ley Nº 17.283 de noviembre del 2000 tiene la finalidad, según lo determinado en su artículo 5, de establecer previsiones generales básicas atinentes a la política nacional ambiental y a la gestión ambiental coordinada con los distintos sectores públicos y privados, en cumplimiento con el mandato previsto en el artículo 47 de la Constitución de la República antes mencionado.

En el artículo 1, la ley declara de interés general la protección del medio ambiente. A tales efectos se establece la formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional ambiental y de desarrollo sostenible. En los artículos 2 y 3, se establece el derecho de los habitantes a vivir en un medio ambiente sano y el deber de las personas físicas o jurídicas, de abstenerse de cualquier acto que cauce depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente. En el artículo 4, se establece el deber del Estado y de las entidades públicas en general de propiciar un modelo de desarrollo ambientalmente sostenible para proteger el medio ambiente y en caso de que sea dañado, recuperarlo.

En el artículo 6 se listan los principios en que debería estar basada la política ambiental que fije el Poder Ejecutivo. En el artículo 7, se listan los instrumentos de gestión ambiental. Cabe destacar que a los efectos de esta tesis, se reconocen en el artículo 7 como instrumentos de gestión ambiental los incentivos económicos y los tributos entre otros.

El artículo 12 establece que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) elaborará anualmente un informe nacional sobre la situación ambiental.

A su vez, el artículo 13 faculta al Poder Ejecutivo a otorgar beneficios fiscales a los bienes muebles destinados a la eliminación o mitigación de los impactos ambientales negativos. Según el Caffera (2004) este artículo es la única pieza de la legislación uruguaya concerniente al control de la contaminación del agua que provee un incentivo económico para limitar las emisiones. 

Los artículos 17 al 23, establecen disposiciones especiales referentes a diversos aspectos ambientales (calidad del aire, capa de ozono, cambio climático, sustancias químicos, residuos, diversidad biológica y bioseguridad).

3.2.1.5  Ley de Impacto Ambiental - Ley Nº 16.466

En el ámbito de leyes relacionadas a la evaluación de impacto ambiental, la más importante es la Ley Nº 16.466 de enero de 1994, denominada “Ley de Impacto Ambiental”. Esta ley consagra algunos principios generales: declara de interés general y nacional la protección del medio ambiente, así como la prevención del impacto ambiental nocivo y la recomposición del ambiente dañado (artículo 1). En el artículo 2, define en forma muy amplia lo que considera impacto ambiental nocivo y en el artículo 3, consagra el deber de toda persona de abstenerse de todo acto que cause un impacto ambiental nocivo.

En el artículo 6, somete a la realización de un estudio de impacto ambiental previo a ciertas construcciones o actividades, ya sean públicas o privadas. En los artículos siguientes le otorga al MVOTMA la competencia general en la materia, la concesión de permisos y autorizaciones para las obras y actividades mencionadas en el artículo 6.

El decreto reglamentario de la mencionada Ley, conocido como “Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental”, es el Decreto Nº 435/994, de 21 de setiembre de 1994, modificado parcialmente por el decreto 270/003, de 3 de julio de 2003. Actualmente se encuentra en vigencia el nuevo Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental y su posterior revisión aprobada el 21 de setiembre de 2005.
3.2.1.6  Decreto reglamentario para la evaluación de Impacto Ambiental – Decreto Nº 119/005.
El decreto formula en su artículo 2 una lista detallada de obras que requieren estudio previo de impacto ambiental y para ello crea la figura de la Solicitud de Autorización Ambiental Previa (AAP). 
A continuación, el decreto establece las etapas para la obtención del AAP. Se debe en primer lugar proceder a realizar la comunicación del proyecto a la Dirección Nacional del Medio Ambiente. El proponente debe realizar una clasificación primaria del proyecto según las tres categorías que se especifican en el artículo 5: “A” proyectos que no presentan impactos ambientales negativos; “B” proyectos con impactos ambientales moderados o parciales, con efectos mitigables fácilmente, a los que se les solicita un Estudio de Impacto Ambiental sectorial, “C” proyectos con impactos ambientales de significación, mitigables o no, a los que se les solicita un Estudio de Impacto Ambiental completo y exhaustivo. 

El artículo 9 y siguientes regulan todo lo referente a la obtención de la AAP. En el artículo 12 se establece que el Estudio de Impacto Ambiental debe contener como mínimo las siguientes cuatro partes: I) características del ambiente receptor; II) identificación y evaluación de los impactos; III) determinación de medidas de mitigación de los impactos; IV) plan de seguimiento, vigilancia y auditoría.

3.2.2 Decretos y Resoluciones Municipales

3.2.2.1 Plan de Reducción de Contaminación Industrial - Resolución Municipal Nº 761/96‘del Departamento de Desarrollo Ambiental de la IMM (26 de febrero de 1996) 

En 1996 dentro del Plan de Saneamiento Urbano para Montevideo el Departamento de Desarrollo Ambiental de la IMM promulgó esta resolución cuyo objetivo era mejorar el nivel de cumplimiento de los estándares de emisión por parte de las industrias de Montevideo.

Enmarcado en el Plan de Saneamiento Urbano de Montevideo en 1996, el Departamento de Desarrollo Ambiental de la IMM elabora el Plan de Reducción de la Contaminación Industrial con el objetivo de mejorar el nivel de cumplimiento de los estándares de emisión de las industrias de Montevideo.

 La Resolución denominada “Plan de Reducción de la contaminación de origen Industrial“, que comenzó el 1º de Marzo de 1997, hizo más laxos los estándares de emisión establecidos por el Decreto Nacional Nº 253/79 y estableció un cronograma por el cual estos convergerían nuevamente a los niveles originales. Este Plan estaba basado en el reconocimiento de la “realidad actual de la industria” por parte de la IMM.

El Plan no cubre todos los contaminantes (parámetros) sujetos a los estándares de vertido en el Decreto Nº 253/79. Los contaminantes cubiertos dependen de la rama industrial y del punto de descarga: cursos de agua o colector. 

 El Plan le daba a las empresas tiempo considerable para implementar cambios en la tecnología de abatimiento, las mismas tenían aproximadamente tres años para converger nuevamente a los estándares del Decreto Nº 253/79 con un calendario de estándares ambientales crecientes en fechas progresivas. Una segunda observación fue que los reguladores reconocieron a las curtiembres y los lavaderos de lana como las industrias con mayores dificultades en el cumplimiento, por lo cual  los estándares para estas industrias eran más laxos.

En lo que concierne a la evaluación de la situación de Montevideo, se sigue un programa de monitoreo en el cual se han dividido las industrias en tres categorías según el grado de importancia: prioridad 1, prioridad 2 y prioridad 3.
De acuerdo a esto varía la frecuencia de monitoreo. Según lo informado por funcionario de la UEI, unos 100 establecimientos pertenecientes a 22 ramos de actividad se clasifican en prioridad 1 y 2. De ellos, los principales ramos de actividad controlados son: lavaderos de lana, curtiembres y talleres de acabado, matanza de ganado, aves y afines, productos lácteos, elaboración de pescados y afines, aceites y grasas vegetales y animales y refinería de petróleo. 

A partir del 31/12/99 entró en vigencia una nueva etapa de la Res. Nº 761/96, en la que se establecen nuevas concentraciones límites para vertimientos industriales. Las mismas son prácticamente coincidentes con lo que establece la legislación nacional (Decreto Nº 253/79 de DINAMA y modificaciones), con excepción de los vertimientos de lavaderos de lana y curtiembres (sectores relevantes que mantienen un tratamiento especial).

3.2.2.2 Reglamentación de la Ordenanza sobre la Disposición de Aguas Residuales de los Establecimientos Industriales del Departamento de Montevideo- Resolución Nº 16277 del Intendente Municipal de Montevideo, 1968

Estas normas derogaron todas las normas previas que legislaban la contaminación de aguas en Montevideo y sentaron los criterios básicos de fiscalización, control y sanción de la política de control de efluentes industriales.

Entre las políticas implementadas por estas normas encontramos que todas las plantas industriales deben poseer obligatoriamente una planta de tratamiento de efluentes industriales que les permita cumplir con los estándares de emisiones y por este medio obtener la SADI (Solicitud de Autorización de Desagüe Industrial) de las autoridades públicas. Segundo, cambios significativos en el proceso o en la cantidad de producción deben de ser acompañados de cambios en la PT para mantener la ADI. Tercero, las industrias deben de contar con un “profesional competente” a cargo de la construcción y operación de la PT. Este profesional es responsable del correcto funcionamiento de la PT y de la veracidad de la información presentada en los Informes cuatrimestrales. Cuarto, la IMM podrá clausurar la industria u ordenar el cese de vertidos en caso de no cumplimientos con las regulaciones. Por último el Decreto establece que la IMM determinaría estándares de emisiones, estos estándares fueron posteriormente establecidos conjuntamente con otras reglas que se describen en la resolución Nº 16277 (1968). Estos estándares fueron definidos en términos de concentraciones de contaminación en los efluentes. Sin embargo no fue establecido ningún límite a la cantidad de contaminación (carga) emitidos.

3.2.2.3  La experiencia con el Decreto de la Junta Departamental Nº 26949 (14 de Diciembre de 1995)

El decreto establece que la IMM no aplicaría una tasa de saneamiento, sino tres, con importantes diferencias entre ellas. La primera, Tasa de Saneamiento Básica, impone un pago a los ocupantes de los inmuebles de Montevideo que hacen un uso doméstico del servicio de saneamiento. Las otras se aplican a los inmuebles bajo un uso industrial y comercial. Una es la Tasa de saneamiento Adicional, que debe pagarse cuando los efluentes tengan niveles de contaminación por encima de los establecidos en las normas de calidad vigentes, invocándose mayores costos en su “transporte, tratamiento y disposición final”. La tercera ha sido denominada Tasa de Saneamiento Especial, y se aplica a los establecimientos que vierten a los arroyos o cursos de agua capitalinos.

La Tasa Básica no es por si misma una medida ambiental en sentido estricto. Es un pago por el mantenimiento y uso de la red de saneamiento y nada exige sobre las cualidades ecológicas de los efluentes. Las otras dos tasas son claramente herramientas de política ambiental. Su aplicación está enmarcada en metas de calidad ambiental en los arroyos capitalinos, en la red de saneamiento y en el Río de la Plata, donde desembocan aquellos. La finalidad ambiental de estas tasas hace que la Tasa Básica quede, a su vez, englobada bajo un propósito ambiental.

En el caso de las tasas de saneamiento montevideanas sugeridas en aquel momento, estaban involucradas con normas de calidad ambiental y con el proceso de producción, y dentro de ellas las conocidas como normas de emisión.

Estas tasas nunca se implementaron debido a un tema político ya que fueron rechazadas por la Cámara de Diputados al año siguiente. Los motivos del rechazo fueron en primer lugar que implicaban aumento de costos para las empresas y en segundo lugar que la tasa era inconstitucional.  La inconstitucionalidad se basaba en el hecho que la IMM sólo puede cobrar una tasa si a cambio provee un servicio, de no ser así actuaría como un impuesto el cual sólo puede ser creado por el Gobierno Nacional. En definitiva, existió en Uruguay un intento de aplicación de instrumento económico pero el mismo nunca se concretó por las razones ya expuestas.
3.3 CONTROL DE EFLUENTES INDUSTRIALES EN MONTEVIDEO 
El sistema que se utiliza en Montevideo para el seguimiento de la contaminación industrial del agua es aquel en que  cada empresa realiza sus reportes y se los entrega a la Unidad de Efluentes Industriales de la IMM, existiendo a su vez  empresas que también se lo envían a la DINAMA de manera voluntaria.

Los informes cuatrimestrales incluyen niveles mensuales de: (a) producción, (b) consumo de agua superficiales y subterráneas, (c) consumo de energía (eléctrica, combustible, etc.), (d) número de empleados y días trabajados, y (e) volúmenes de emisión y sus concentraciones por contaminante.

Los períodos de los informes son marzo-junio, julio-octubre y noviembre-febrero. Los períodos de inactividad también deben ser informados. La falta de presentación de los informes en fecha o de manera correcta puede implicar la sanción a la empresa a través de una multa o una observación al profesional encargado.

Existen dos tipos de inspecciones, con y sin muestra del efluente. Las inspecciones con muestras son aquellas en donde los inspectores toman muestras de los efluentes de las plantas para luego realizar un análisis. Este tipo de inspección siempre incluye una evaluación de la planta de tratamiento así como también preguntas generales acerca de la situación económica de la empresa, incluyendo cambios en los niveles de producción o eventos especiales que pudieran haber afectado la efectividad del proceso de tratamiento de los efluentes.

Inspecciones sin muestra incluyen la posterior evaluación y las preguntas generales pero no incluye una muestra de los efluentes de la planta. Razones para llevar acabo este último tipo de inspección pueden ser que en el momento que se realiza las mismas, la industria no se encontraba trabajando o no se encontraba descargando (Caffera, 2004).
4. ANÁLISIS DE LA VIABILIDAD DE LA APLICACIÓN DE INSTRUMENTOS ECONÓMICOS EN URUGUAY

4.1  ANTECEDENTES 
Como hemos expuesto en el capítulo 2 el mecanismo de CYC  resulta ser costo-ineficiente, es decir que se podrían lograr los mismos objetivos a un menor costo. El costo del sistema de CYC puede ser varias veces superior al de los incentivos económicos, lo cual ha sido demostrado a través de simulaciones en economías de la  OCDE (Wheeler 1992). Por lo tanto, se plantea la paradoja de que mientras en países como el nuestro deberíamos estar particularmente interesados en implementar instrumentos costo-efectivos para ahorrar recursos y evitar comprometer aún más nuestras posibilidades de desarrollo, se continúen utilizando sistemas de CYC.

Si bien existen estudios formales en otros países acerca de la efectividad del sistema de CYC, como en EEUU, Canadá y China, hasta el trabajo: “The Implementation and Enforcement of Enviromental Regulations in a Less Developed Market Economy: Evidence from Uruguay” (M. Caffera 2004) no existía una investigación que se ajustara a la realidad uruguaya. Como todo país latino americano, Uruguay posee algunas particularidades bien diferenciadas a los países desarrollados, como son los problemas estructurales, la falta de coordinación entre los organismos competentes, la falta de información, los insuficientes fondos, etc.

El estudio empírico de las actividades de control bajo estas condiciones resulta entonces novedoso. En este trabajo Caffera persigue dos objetivos. En primer lugar, Caffera también realiza un análisis empírico del proceso de inspecciones y los efectos de las mismas sobre el cumplimiento de los estándares de emisión de la DBO de las industrias. No encuentra evidencia sobre efectividad significativa (económica y estadística) de las acciones de control sobre los niveles de DBO durante el período especial del Plan de Descontaminación implementado por la IMM. 

En un trabajo anterior (Caffera, 2002), se concluye que los controles han sido bastante laxos. De las distintas visitas que hemos realizado a la Unidad de Efluentes Industriales, nos han aclarado que el objetivo es bajar los niveles de contaminación e intentar mejorar las condiciones de las plantas de tratamiento de las empresas infractoras en lugar de clausurarlas o multar indiscriminadamente. En muchas oportunidades se ha optado por parte del regulador, tolerar incumplimientos con el objetivo de mejorar parcialmente determinadas situaciones críticas, como ejemplo, aceptar que las industrias que no poseen plantas de tratamiento adecuadas vayan implementando mejoras parciales para brindarle una “oportunidad” a las empresas infractoras. Bajo este concepto es que se optó por un esquema flexible donde se le brinda cierto margen a las empresas para que vayan implementando cambios graduales, de forma tal de mejorar la situación poco a poco, sin tener que terminar en la clausura, lo cual afectaría a la industria, empleo, consumo y producción, generando diversos problemas a la economía. 

En segundo lugar, M. Caffera explica las razones por las cuales en nuestro país se recurre a una política de CYC en lugar de aplicar instrumentos económicos. Las conclusiones de Caffera señalan entre otros factores explicativos, el hecho de que las autoridades padecen de falta de información sobre los instrumentos económicos para controlar más eficientemente los efluentes industriales, lo que se explica entre otras cosas por la falta de economistas ambientales que puedan asesorar en la materia. Este aspecto se agrava ya que en general los gobernantes son reacios a la aplicación de nuevos impuestos a la actividad productiva, lo que lógicamente generaría disconformidad en las empresas, lo cual iría contra sus intereses políticos. Es decir, las fuerzas políticas también influyen en la elección entre instrumentos de política ambiental ya que los legisladores están también interesados en su reelección.

Entendemos que en la elección del mismo siempre existirán opiniones encontradas para su aplicación y es por ello que se debe seleccionar aquel que se aplique a los problemas concretos que haya que resolver en cada país en particular.

4.2 EVALUACIÓN DE LA ELECCIÓN DEL IMPUESTO EN URUGUAY

4.2.1 Criterio para la elección de instrumentos

Para brindar mayores argumentos a la elección del impuesto como incentivo económico nos hemos apoyado en la evaluación de instrumentos de política ambiental  que realizan  Böhm y Russell (1985). A continuación se detallan los criterios de su clasificación y en particular como funcionan para el impuesto:

1. Eficiencia estática: el objetivo ambiental establecido es logrado incurriendo en el menor costo posible y suponiendo incambiadas las variables exógenas.

En una economía en la cual los productores minimizan costos para poder competir, la imposición de cargos por cantidad de contaminante vertido igual para todos, hace que cada uno de estos agentes controle sus emisiones hasta que su costo marginal de descontaminar iguale al cargo por emisión, precisamente la asignación costo-efectiva. Debido a que las industrias enfrentan el mismo impuesto, todos ellos elegirán independientemente un nivel de emisión que iguale los costos marginales, tomando decisiones que más les convengan económicamente para cumplir con el impuesto. Por lo tanto, el impuesto es eficiente desde el punto vista estático.

2. Demanda de información: cuanta información se necesita obtener y procesar para implementar de forma efectiva el sistema propuesto por parte del regulador. 

El impuesto no presenta ventajas a nivel de la información requerida con respecto a los estándares. La información para fijar un estándar o un impuesto es la misma, salvo que se tratara de un estándar como el existente en Uruguay que es por concentración.

A pesar de ello, con la cantidad de información que se recauda hoy por hoy en nuestro país para el sistema vigente sería suficiente para la aplicación del impuesto, ya que la demanda actual de información por parte del regulador es cuantiosa. Asimismo se cuenta con información sobre caudales medios y concentraciones de contaminantes emitidos la cual es la misma información necesaria para poder aplicar un impuesto por unidad de contaminante emitido, como se realizará en el presente trabajo.

3. Facilidad de monitoreo y control del cumplimiento: grado de dificultad que enfrenta el organismo regulador para detectar violaciones a las normas y efectivizar las multas y sanciones.

Aunque naturalmente implica la utilización de mayores recursos de los existentes en la actualidad para monitorear y controlar su cumplimiento, no requiere por parte de los reguladores extraordinarios esfuerzos de fiscalización con respecto a los ya existentes. Si bien hoy se monitorean emisiones, funcionamiento de la PT y datos de producción y empleo, es de esperar que un impuesto incremente el incentivo a sub – reportar.

4. Flexibilidad ante cambios en las condiciones económicas: cuando cambian las principales variables como ser: el nivel de producción, la demanda, la tecnología, etc., cuánto se ajusta el instrumento con relación a los objetivos. 

Este punto podría constituir una desventaja en el caso de que se dieran cambios en las condiciones económicas, y no existiera un mecanismo de ajuste que lo contemple. Por ejemplo, si el impuesto no se corrige por la inflación deja de ser un incentivo.
5. Incentivos a largo plazo: evaluar si el instrumento elegido impone incentivos a las empresas para lograr disminuir las emisiones con el paso del tiempo, por ejemplo a través de la incorporación de nuevas tecnologías de abatimiento o por el contrario una vez en cumplimiento de las normas, las empresas no tienen ningún incentivo para mejorar su performance ambiental más allá de la fijada por lo estándares, los cuales por lo general implican límites mínimos de calidad y/o máximos de cantidad (cargas) en la generación de efluentes.

Una de las ventajas más relevantes de un impuesto por unidad de contaminante emitido es sin duda que, bajo el mismo, se promueve la incorporación de nuevas tecnologías como lo hemos expuesto. Esto obedece al hecho que la empresa paga por unidad emitida de efluente, por lo tanto si incorpora tecnología que le permita reducir las emisiones se va a ver compensada con una reducción del impuesto a pagar. Para que esto se cumpla dicho impuesto debe estar indexado a la inflación. 

6. Consideraciones Políticas

i. Efectos distributivos: como afecta a la sociedad la distribución de sus costos y beneficios.

Existen dos impactos fundamentales de los impuestos a los efluentes en la distribución del ingreso y del bienestar: los impactos en los precios y en la producción, y los efectos del gasto realizado con los ingresos de los impuestos. Las empresas sujetas a un impuesto experimentarán un incremento en costos, debido tanto a los costos de reducción como a los pagos tributarios. Desde la perspectiva de la empresa, estos constituyen incrementos en los costos de producción, los cuales presumiblemente se pasarán a los consumidores como cualquier costo de producción. El como y el cuanto dependen de las condiciones competitivas y de las condiciones de demanda. Si el impuesto se aplica a una sola empresa o a un pequeño grupo de empresas dentro de una industria competitiva, no podrá impulsar su precio por encima del precio de la industria, y así tendrá que absorber el incremento de costos. Si el impuesto se aplica a una industria completa, los precios subirán y los consumidores asumirán parte de la carga. Cuanto ascienden los precios depende de las condiciones de demanda.

Aunque las cargas por los cambios de precios y de producción pueden ser reales, hay que recordar que el programa tributario genera beneficios considerables en la forma de reducción de daños ambientales. Para conocer de que manera un programa afecta cualquier grupo en particular, también tendría que tenerse en cuenta cómo se distribuyen esos beneficios.
ii. Consideraciones éticas: interpretación por parte de la comunidad del incentivo económico a aplicar.

En definitiva se trata de brindar información precisa y clara acerca de las ventajas que puede tener tanto para el Estado como para la sociedad en su conjunto la aplicación de un impuesto. Entendemos que en un país como Uruguay hay mucho camino por recorrer en este aspecto ya que en primer lugar sería necesario contar con más especialistas en el tema para así poder transmitirle al sector industrial cuales son las ventajas de un sistema como este y como a través de él se puede ir en pos de una reducción de la contaminación y en consecuencia de una baja en lo que finalmente se paga. En definitiva, el objetivo es trasmitirle a la comunidad la suficiente información de los criterios utilizados para su elección para que el impuesto no sea visto como una alternativa para pagar por contaminar.

iii. Consideraciones de economía política: como se ve afectada la estructura de costos de las empresas y en consecuencia, como repercute sobre la producción y el empleo.
Esta última característica está estrechamente vinculada con lo expuesto hasta el momento. Si bien entendemos que el impuesto en primera instancia puede ser visto por el sector industrial como un costo más para el mismo y todas las connotaciones que ello puede implicar, nuestra idea se orienta a buscar hacer del sistema existente uno más costo-efectivo.

Además de los argumentos brindados por el criterio de Böhm y Russell, el impuesto suministra fuertes incentivos que estimulan el cambio tecnológico en el control de la contaminación. En un mundo dinámico, es importante tener en cuenta la adopción de políticas ambientales que promuevan este  propósito.

Los esfuerzos de Investigación y Desarrollo de la empresa conducirían a una mayor reducción en sus costos relacionados con el control de la contaminación (costos de reducción más pagos de impuestos) bajo una política de impuestos aplicados a las emisiones que bajo un enfoque de estándares. Adicionalmente, la empresa automáticamente reduciría sus emisiones puesto que hallaría formas de desplazar hacia abajo su función de costos marginales de reducción, en tanto que bajo el estándar no se generaría automáticamente tal proceso. Encontramos que en un enfoque de impuestos, los contaminadores deben pagar por las emisiones y por los costos de reducción. 

Para finalizar cabe destacar que los impuestos a las emisiones se diseñan para hacer que los contaminadores utilicen recursos ambientales de una manera más moderada. Los impuestos esencialmente corrigen el patrón distorsionador de la utilización de recursos ambientales que resulta cuando los mismos se pueden utilizar como insumos libres. La otra característica de los impuestos a las emisiones que podría destacarse es como fuente de ingresos fiscales. Esto sugiere la posibilidad abierta a los gobiernos de reemplazar determinados impuestos, los cuales tienen efectos distorsionadores en la economía, con impuestos a las emisiones, que se diseñan para reducir los excesos en la utilización de recursos.

4.2.2 Posibles problemas para la aplicación del impuesto en Uruguay 

La aplicación de un impuesto en nuestro país presentaría diversos problemas propios de su implementación. Sin embargo se pueden encontrar soluciones, algunas más complejas que otras, pero todas finalmente superables.

Para poder instrumentar el incentivo económico elegido, es necesario un marco legal que regularice su aplicación. En lo referente a este tema se hace evidente la participación de los legisladores quienes son en definitiva los que aprueban las leyes. Dicha participación se ve muchas veces condicionada por el hecho de que los legisladores buscan su reelección y todas aquellas medidas que impliquen un cargo económico, generalmente no son bien vistas y pueden redundar en una reducción de sus votos. Este inconveniente se podría subsanar con un mayor conocimiento por parte de los legisladores de los beneficios que tendría para la sociedad en su conjunto la utilización de un sistema de este tipo en contraposición al de CYC. A su vez es necesario que los legisladores sean capaces de transmitirle con claridad a la sociedad cuales son dichos beneficios. 
La puesta en marcha del impuesto dependerá en gran medida de la voluntad y el consenso político de los actores con capacidad y autoridad de decisión. Para poder implementar con éxito el impuesto para el control de contaminación en Uruguay, es necesario que los actores implicados, autoridades nacionales y departamentales, empresarios industriales y los afectados, participen activamente en este proceso.

Otro problema que se puede presentar  para el éxito de este tipo de instrumentos es la falta de “transparencia”, que determine una estructura de certidumbre y reglas claras a los agentes privados, con el objetivo de brindar seguridad a la inversión y que promueva decisiones a largo plazo a favor de la protección ambiental. Esto necesariamente implicaría generar un ámbito de confianza y cooperación entre la autoridad ambiental y el sector privado, buscando consenso y estrategias comunes. 

A su vez, un elemento importante de presión para las empresas, es la transparencia de la información, para que los consumidores pueden “castigar” aquellas empresas contaminadoras a través de la caída en la demanda de sus productos.  

Finalmente, se encuentra la falta de experiencia en cuanto a la aplicación de instrumentos económicos de política ambiental en nuestro país. Para superar esta dificultad se debería capacitar a los agentes involucrados así como también recoger información de experiencias similares de otros países, en los cuales se hayan aplicado este tipo de medidas.   

4.3 ANÁLISIS DE LA POSIBILIDAD DE IMPLEMENTACIÓN DE INSTRUMENTOS ECONÓMICOS EN EL URUGUAY 

En la literatura existente sobre el tema encontramos a C. S. Russell y P. T. Powell (1996) quienes sostienen que el instrumento elegido se debe ajustar al grado de desarrollo institucional del país de que se trate.

Eskeland y Jiménez (1992) también consideran en su análisis las limitaciones institucionales y los costos de monitoreo y control, como criterio de elección en las decisiones acerca de los instrumentos a implementar. Estos autores recomiendan finalmente como instrumento económico a las cargas por unidad de contaminación. 

Otros autores, con otro enfoque, en el cual no se reconocen expresamente las diferencias en la capacidad de las instituciones y sus posibles consecuencias respecto a la selección de un instrumento ( y por lo tanto, no establecen distinciones según el tipo de país o a la etapa de desarrollo ) son el Consejo Empresarial sobre Desarrollo Sostenible en América Latina (1995) y Hansen (1995) quienes realizan recomendaciones bastante concretas y a la vez amplias acerca de la elección del incentivo más adecuado, recomendando los permisos negociables como el mejor instrumento. 

Por lo recién expuesto y los argumentos brindados acerca de la inefectividad del mecanismo de CYC, analizaremos la viabilidad de la aplicación de los incentivos económicos que consideramos más relevantes  en el caso concreto uruguayo. 

4.3.1 Sistema de Permisos de Emisión Transables

La principal desventaja que presenta este incentivo para su aplicación en Uruguay, radica en que requiere ciertas condiciones preexistentes para su implementación. Esencialmente, se requiere contar con un mercado de valores o de subasta desarrollado y bien definido, para que en él se transen libremente los permisos y no existan fricciones. En Uruguay el mismo no posee  un grado de desarrollo suficiente y no hay perspectivas a corto plazo de alcanzarlo.

Además de lo anterior, este tipo de incentivo presentaría otras dificultades basadas en sus altos costos de fiscalización, lo cual en nuestra economía caracterizada por la escasez de recursos humanos y financieros para la gestión ambiental serían prácticamente imposibles de afrontar. 

A su vez, habría que considerar además la ubicación de cada fuente. La misma importa ya que los permisos deberían contemplar el lugar de vertido de cada empresa, si vierten a colector o a curso de agua, a la cuenca que se vierten y la concentración de contaminación en las mismas. Si no se tiene en cuenta esto, el intercambio de permisos podría incrementar el daño significativamente.

Este instrumento económico merece  particular cuidado para su implementación y ejecución, y actualmente no existen ejemplos concretos ni documentados sobre su aplicación, de forma eficiente, a casos de contaminación hídrica en el ámbito internacional.

4.3.2 Subsidios

Como hemos visto, un subsidio funciona de manera similar a un impuesto a las emisiones en cuanto a la generación de incentivos para cada fuente individual ya que representa un costo de oportunidad por no reducir emisiones, pero a pesar de ello presenta una desventaja importante que nos lleva a considerarlo momentáneamente inviable para su aplicación en nuestro país. Si bien entendemos que la preocupación por la calidad ambiental como parte del desarrollo sostenible debería integrar el programa de cualquier gobierno, destinar recursos financieros en la situación actual del país a través de subsidios generaría desbalances en el presupuesto. Constituyéndose de esta forma como una solución sin viabilidad económica, ya que la escasez de recursos se podría ver agravada.
En las etapas de planeación las fuentes podrían tratar de incrementar sus emisiones con la esperanza de aumentar su base. De esta forma se generan incentivos para engañar a la autoridad ambiental y promover la corrupción administrativa. 

Además este tipo de incentivo, al no tener carácter obligatorio puede llegar a perpetuar industrias contaminantes, no imponiendo costos al que contamina. Esto va a depender del monto del subsidio y el regulador puede encontrar dificultades para hallar el monto necesario. 
Finalmente, si bien se podría lograr que disminuyan las emisiones por empresas, las emisiones totales podrían incrementarse debido a que la cantidad de empresas en la industria podrían aumentar en el largo plazo. Esto se debe a que cada empresa obtendrá un ingreso de dinero con el subsidio en lugar de incurrir en costos, lo cual aumenta los beneficios de las empresas y crea un incentivo al ingreso de nuevas empresas en el sector. 

4.3.3 Instrumentos Financieros

Los instrumentos financieros están básicamente asociados al otorgamiento de líneas de créditos con plazos y tasas preferenciales, y es desde este punto de vista que entendemos, como en el caso de los subsidios, que nuevamente la limitación económica sería un factor determinante para su no recomendación. El Gobierno debería negociar con organismos financieros internacionales proyectos de crédito que se apliquen a estos fines. Por lo tanto, dependerá de la capacidad del Gobierno uruguayo para gestionar los recursos necesarios con las agencias de cooperación bilateral y multilateral.

Además, dado que el éxito de los programas de crédito para la descontaminación industrial depende en gran medida de las capacidades de gestión ambiental y de hacer cumplir los estándares ambientales (Perch, 2002), concluimos que dado los bajos niveles de incumplimiento actual, los instrumentos financieros no serían efectivos.

A pesar de lo expuesto anteriormente, creemos que el mismo funcionaría adecuadamente como una política complementaria, cuando haya una línea de crédito destinada para este fin. En el caso de que los fondos provengan determinados de forma exógena por algún organismo internacional, con tasas y plazos preferenciales, sería imprudente rechazarlos. Este instrumento también podría estar orientado a otorgar exoneraciones fiscales como existen en Uruguay previstas por el Art. 13 de la Ley de Interés General a la Protección Ambiental, citado en el capítulo 3.  

4.3.4 Derechos de Propiedad

Para definir derechos transables de propiedad o uso del agua en Uruguay sería necesario realizar una serie de actividades previas, incluidas la reforma integral del marco jurídico, la elaboración de inventarios que precisen la forma y monto en que se usa el agua por parte de cada usuario y la determinación de los balances hídricos en cantidad y calidad. Además el Gobierno debería contar con capacidad para dirimir conflictos; regular el uso y aprovechamiento de las aguas; otorgar concesiones y autorizaciones, y ejercer funciones de planificación, asignación y establecimiento de reservas, que actualmente no existen.

Por otro lado, creemos que se generaría una fuerte incertidumbre y resistencia al control estatal que se asocia al establecimiento de un régimen de derechos de propiedad, frente a la situación actual de libertad casi absoluta. 

4.3.5 Intervenciones a nivel de la demanda

Entendemos que si bien la difusión de la información y la transparencia son siempre elementos recomendables para una correcta gestión ambiental y a nivel internacional dichos elementos juegan un rol significativo para proveer incentivos para reducir la contaminación. En el caso particular de Uruguay, a nuestro entender los mismos no ejercerían por sí solos la suficiente presión para lograr reducciones importantes de la contaminación generada por efluentes industriales, ya que no serían lo suficientemente altos. A ello se suma una conciencia ambiental aún débil e incipiente, lo que impide que la mayoría de la población y en particular aquellos afectados más directamente, asuman el cuidado del ambiente como un bien común. Es por lo que pensamos que serían muy valiosos como medidas complementarias. 

5. MARCO TEÓRICO DEL  IMPUESTO A LAS EMISIONES 

En este capítulo expondremos un modelo teórico para fundamentar las características y conclusiones que mencionamos sobre un impuesto a las emisiones, así como también la especificación econometrita del capítulo siguiente.

5.1 LA CONTAMINACIÓN VISTA COMO UN SUBPRODUCTO DE LAS FIRMAS

Para introducirnos en la teoría básica de la política ambiental, suponemos que la contaminación no es acumulable en el medio ambiente, sino que se trata de un flujo que causa daño mientras se emite y el tiempo que la misma demora en degradarse. La formulación de este supuesto es necesaria para poder asumir un marco estático. Asimismo, se supone que la contaminación es la única falla de mercado que existe.

Los supuestos restantes relacionados directamente con el modelo, son los siguientes:

1. Todas las firmas existentes en el mercado son competitivas, es decir, el mercado es perfectamente competitivo.

2. Cada firma compra un vector de insumos x.

3. Los precios de los insumos w están dados para la firma.

4. La firma produce dos productos: un bien q que vende y emisiones de un contaminante e.

5. La producción de q obedece a una  función de producción f(x).
6. f(x) es cóncava, monótonamente creciente y continuamente diferenciable dos veces.

7. Las emisiones del contaminante se producen como un producto – colateral en la producción de q de acuerdo a la función h(x) la cual es convexa y  continuamente diferenciable dos veces.

El modelo intenta resolver el problema que enfrenta una firma que quiere minimizar los costos de producir un nivel dado de producto q mientras cumple con un estándar de emisión ē. Es decir, 
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En donde, eu es el nivel de emisiones que la firma produciría en ausencia de regulaciones. Esto es, eu = h(xu), donde xu = arg max [pf(x) - wx]. La solución 

a dicho problema es el vector de demandas de insumos condicionales
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Se puede demostrar que c(w, 
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, ē) es no-creciente con respecto al estándar de emisiones ē y conjuntamente convexa en (
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, ē). (Ver Caffera (2005)).

5.2 FIRMA CONTAMINADORA EN UN MERCADO COMPETITIVO

Antes de continuar con el análisis, cabe aclarar que para simplificar la notación de aquí en adelante quitaremos las “barras”  sobre q y e, aunque las mismas continúan siendo los niveles objetivos de producción y contaminación respectivamente.

Una firma en un mercado perfectamente competitivo que quiera maximizar beneficios ofrecerá el nivel de q tal que se maximice pq – c(w, q, e), la cual es estrictamente cóncava en q. 

Si restringimos el modelo a soluciones interiores, la condición de primer orden

p – cq (w, q, e) = 0 es necesaria y suficiente para identificar la función de oferta q(w, p, e) de la firma.

Utilizando la función de oferta obtenemos la función de beneficios (máximos):

π(w, p, e) = pq(w, p, e) – c(w, q(w, p, e), e)

En donde, π(w, p, e) es estrictamente creciente y estrictamente cóncava en el nivel de emisiones objetivo.

5.2.1 La Función de Costos de Abatimiento de empresas en mercados competitivos

Los costos de abatimiento son aquellos que se generan al disminuir la cantidad de residuos expulsados en el ambiente o al reducir las concentraciones ambientales. En el análisis se utiliza el concepto de abatimiento con la connotación más amplia posible e incluye todas aquellas formas que hay para reducir las emisiones, por ejemplo cambios en la tecnología de la producción, sustitución de insumos, reciclaje de residuos, procesos de tratamiento, abandono de un lugar, etc. 

El costo total de alcanzar e < e u para la firma, donde eu es el nivel de emisiones en ausencia de regulación, es la disminución en los beneficios con respecto a la situación sin regulación. Por lo tanto, la función de costos de abatimiento de una firma perfectamente competitiva es,  
c(w, p, e) = π(w, p, eu) - π(w, p, e)

Dicha función, c(w, p, e), es estrictamente decreciente y estrictamente convexa en el nivel de emisiones e 
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Se entiende por costo marginal de abatimiento (
[image: image12.wmf]0

<

e

c

) al incremento que se produce en los costos de abatimiento derivados de un incremento en una unidad del abatimiento. Definimos abatimiento como a = eu – e. Por lo tanto, suponemos que las funciones de costos marginales de abatimiento expresan los costos mínimos en los que hay que incurrir para lograr una determinada reducción de emisiones.

En la figura 4, se ilustra el negativo de una curva marginal de costos de abatimiento, donde eu representa nivel de emisiones no controlado. En la misma se puede observar que las primeras unidades de abatimiento muestran bajos costos marginales. Los mismos, luego son crecientes, es decir cuanto mayor la reducción de emisiones lograda mayor el costo adicional de abatir más emisiones hasta lograr el nivel deseado e. De la misma se deduce que el costo total de abatimiento desde eu hasta e está representado por el área indicada con la letra a. 
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Figura 4 - Ejemplo de Curva de Costo Marginal de Abatimiento

5.3 EL NIVEL EFICIENTE DE EMISIONES

5.3.1 Daños por contaminación

La contaminación puede tener impactos importantes en diversos elementos del ecosistema. Nos referiremos a estos impactos negativos como “daños”. Para describir la relación entre la contaminación y los daños se utilizará la idea de una función de daño, la que muestra la relación entre la cantidad de un residuo y el daño que ocasiona, medido en unidades monetarias, D(e). En general se supone que 
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Utilizando los costos totales de abatimiento agregados para todas las firmas y la función de daños provocados por el nivel de emisiones totales, se puede definir un nivel eficiente de emisiones del contaminante e. Este estará caracterizado por la igualación de los daños marginales (DM en la figura 5) con los costos marginales de abatimiento agregados (CMA en la figura 5). 
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Figura  5 - Nivel Eficiente de Emisiones

El nivel eficiente de emisiones en la figura 5 es e*. Este maximiza los beneficios netos de abatir emisiones (beneficios dados por los daños evitados y los costos dados por los costos de abatimiento). Los costos totales de alcanzar e* vienen representados por el área (a + b), los cuales son los mínimos posibles. A su vez, ê representa el  umbral de emisiones y eu  el nivel no controlado de emisiones.

Cabe destacar que el mundo real es un lugar dinámico, y esto es especialmente cierto en el control de la contaminación ambiental. Es por ello que si bien se conocen los factores que fundamentan la función de costos de daño marginal y la función de costos marginales de abatimiento, en un momento determinado, se puede advertir que cuando cambian cualquiera de estos factores implícitos, se desplazarán las funciones y también el nivel eficiente de emisiones. 

A ello hay que agregar que en general será muy difícil para el regulador saber cual es e*. Es en parte por ello que lo que observamos en la vida real es un nivel máximo total de emisiones permitido o niveles máximos de emisión permitidos para cada empresa (estándares de emisión), no necesariamente eficientes. Sin embargo, aún en estas circunstancias, la economía tiene recomendaciones de política importantes.

5.4 CONTROL DE EMISIONES MINIMIZANDO COSTOS

5.4.1  Estándares de emisión minimizadoras de los costos de abatimiento

Supongamos que:

1. El regulador quiere alcanzar un nivel total de emisiones E minimizando costos.

2. Lo que emite el contaminador que se quiere regular se mezcla uniformemente en el ambiente.

3. La cantidad de firmas a regular es n.

4. Las emisiones de la firma i será ei.

5. Los costos de abatimiento de las firmas pueden ser diferentes.

6. La función de costos de abatimiento para la i-ésima firma será ci (ei).

7. ci´ (ei) < 0 y ci´´ (ei) > 0 para cada una de las n firmas. 

El regulador trata de encontrar una asignación de las emisiones entre las firmas reguladas que minimice los costos agregados de abatimiento sujeto a que el nivel total de emisiones no supere E, es decir:
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La ecuación de la Lagrange sería:
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Las condiciones de primer orden nos permiten identificar una asignación de emisiones que minimice los costos:

(1)
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La conclusión fundamental a extraer de estas condiciones es que para alcanzar un determinado nivel total de emisiones objetivo minimizando los costos agregados de abatimiento las emisiones deben asignarse tal que se igualen los costos marginales de abatimiento de todas las firmas reguladas.

5.4.2  Implementación del impuesto a las emisiones

Para ver la manera implementar el impuesto es necesario analizar el comportamiento de las empresas que se enfrentan a un impuesto. 

5.4.2.1 Derivación Matemática

Previamente a hacer la derivación matemática del impuesto a las emisiones es conveniente derivar la siguiente relación. Para una asignación óptima de emisiones tenemos que:
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Como  ci(ei) es estrictamente convexa, ci´(ei) es monótonamente creciente, y por lo tanto tiene una función inversa a la que llamaremos fi que es también monótonamente creciente. Aplicando fi  a ambos lados de ci´ (ei (E)) = λ (E)  obtenemos:
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Sumando a lo anterior en n obtenemos que:  
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Aplicando la restricción: 
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obtenemos: 
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En el caso concreto de la aplicación de un impuesto a las emisiones vamos a suponer que el regulador quiere alcanzar el nivel agregado de emisiones E con un impuesto t por unidad de emisiones. Demostraremos que:

· Un impuesto por unidad de emisiones t = - λ (E) para todas las firmas logrará alcanzar E minimizando los costos agregados de abatimiento

Demostración:

Objetivo de la firma: cuando la misma se enfrenta a un impuesto unitario el objetivo es minimizar los costos de abatimiento más los pagos por impuesto:

(1)

ci (ei) + t ei         
Esta función objetivo es estrictamente convexa en las emisiones por lo tanto la condición de primer orden es necesaria y suficiente para identificar un nivel de emisiones que minimiza los costos de la firma

ci´ (ei) = -t

Al ser el impuesto igual para todas la firmas tendremos que éste logra igualar los costos marginales de todas las firmas. Si sustituimos  t = - λ (E) podremos asegurarnos que la suma total de las emisiones de las n firmas es igual a E. La condición de primer orden de la empresa i queda ci´(ei) = λ (E). Si aplicamos fi la inversa de ci´ (ei) a ambos lados de la igualdad llegamos a que: 
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Sumando en i probamos lo que queríamos probar. Por lo tanto el impuesto minimiza los costos agregados de abatimiento y alcanza el objetivo E.

En la figura 6 se presenta la curva de costo marginal de abatimiento de una empresa  y el efecto de la aplicación de un impuesto a las emisiones. Supongamos que el regulador quiere logar que la empresa emita OE y tiene información sobre sus costos marginales de abatimiento. La empresa está emitiendo OD en ausencia de regulación. Un impuesto por unidad de emisión igual a OA hará que la empresa disminuya sus emisiones de OD a OE. La empresa tiene el incentivo para abatir la contaminación en vez de pagar el impuesto, ya que el costo de abatimiento que está  determinado por el área BFDE, es menor que el impuesto representado por el área BCDE.
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Figura 6 - Costo Marginal de Abatimiento

5.4.2.2  El nivel adecuado del impuesto

La gran desventaja del impuesto es que el regulador no conoce la CMA y por ende no puede saber con certeza el nivel en que debe fijar el impuesto (t) para lograr el objetivo en E. 

El marco teórico recién visto nos permite desarrollar un método aplicable al caso uruguayo, con la información actualmente disponible en nuestro país, la cual especificaremos en el capítulo siguiente.
6. LOS DATOS

6.1 BASE DE DATOS

La información utilizada para la estimación del impuesto tiene como fuente la Intendencia Municipal de Montevideo (IMM) y la Dirección Nacional de Medio Ambiente (DINAMA), en el período comprendido entre julio 2001 y febrero 2005, constituyendo un total de 11 cuatrimestres.

En el caso de la IMM, los datos provienen de la Unidad de Efluentes Industriales (UEI) y los mismos se conforman por los informes cuatrimestrales que las industrias de Montevideo reportan a dicha Unidad. 
En los mismos las empresas reportan dos conjuntos de variables, variables que componen la función de producción y datos relacionados a la contaminación. Los datos vinculados al primer subconjunto son: producción (unidades físicas), consumo total de agua, consumo de energía eléctrica, consumo de combustibles y leña, consumo de gas, número de empleados y días trabajados. En cuanto al segundo grupo de datos las empresas reportan sobre las siguientes variables: caudal promedio diario y descargas totales mensuales del efluente y su concentración de contaminantes.

Aquellas empresas que emiten más de 50 m3/día deben tomar muestras cada dos semanas en vez de realizarlo de forma mensual.

Además de esta información contenida en los informes cuatrimestrales, hemos recabado información relacionada con las sanciones impuestas por dicha Unidad por violaciones a la normativa vigente. Esta información incluye fecha y monto de multas y clausuras impuestas a cada planta. 

En el caso de la DINAMA, los datos fueron aportados por la División de Control Ambiental, y los mismos se componen de las inversiones y mejoras realizadas por las industrias en sus plantas de tratamiento de efluentes. Dicha información la obtuvimos a partir del estudio y clasificación de los datos incluidos en las Solicitudes de Autorización de Desagüe Industrial (SADI), contenidas en las carpetas de cada empresa, las cuales son presentadas en unidades físicas y no monetarias. Para resolver el problema de obtener dichos datos expresados en términos monetarios, recurrimos al asesoramiento de varios Ingenieros civiles sanitarios, los cuales “monetizaron” la información obtenida.

Dado que no se cuenta con un registro formal de información para todo el país para el período de nuestro estudio, limitaremos nuestra base de datos a empresas ubicadas en el departamento de Montevideo. No pensamos que este hecho genere mayores problemas en la estimación, ya que podríamos asumir que las industrias ubicadas en el Interior del país poseen una tecnología similar a las ubicadas en Montevideo. 

El universo de empresas que reportan simultáneamente a la Unidad de Efluentes Industriales y a la División de Control Ambiental, se compone de un total de 116 en Montevideo, las cuales son empresas básicamente privadas y algunas empresas públicas que no tomaremos en cuenta ya que no contamos con suficiente información de las mismas, como para poder incluirlas en el análisis.
El proceso de elección de las empresas que finalmente conforman nuestra base de datos comprendió varias etapas. Primero, descartamos aquellas empresas que no poseían una planta de tratamiento para el tratado de sus efluentes. De acuerdo al método de cálculo utilizado por los Ingenieros Civil Sanitario que nos asesoraron, el hecho de que la empresa no posea una planta de tratamiento, limitaba la posibilidad de estimar los costos variables de abatimiento correctamente. Luego, no contemplamos aquellas empresas que no vertían DBO, así como también descartamos aquellas que no tenían un reporte constante de dicho parámetro. Finalmente, descartamos todas las empresas que no presentaron sus informes cuatrimestrales en más de un cuatrimestre del período de estudio, lo que se puede deber a diversos motivos, los mismos son: que la empresa cesó o que no tuvo actividad en dicho periodo, que no había comenzado a funcionar o simplemente que no envío el informe. 

Cabe destacar que somos consientes que la estimación basada solo en las observaciones completas, es decir aquellas que no presentan valores faltantes, probablemente arrojara estimaciones de los parámetros sesgadas. 

Consecuentemente, las conclusiones arribadas en este trabajo deben ser interpretadas teniendo en cuenta este aspecto. Si bien esto resulta un elemento negativo para el trabajo, también es cierto que el sesgo de selección está intrínseco en trabajos aplicados a realidades donde los datos escasean. 

En suma, nuestra base de datos esta conformada por un total de 16 empresas privadas. Pero las mismas, son responsables de un alto porcentaje de la contaminación por efluentes industriales en el departamento de Montevideo.

6.2 CONSIDERACIONES 
El método elegido para estimar el valor del impuesto es la estimación econométrica de los costos marginales de abatimiento, utilizando datos de las distintas empresas. Este método toma como punto de partida y se sustenta en la teoría vista en el capítulo 5. En particular supone que cada empresa, cuando se enfrenta a un impuesto, minimiza sus costos de abatimiento y los pagos provocados por dicho impuesto (Ver Ecuación N°1 - página 61).
En nuestro caso, para estimar los costos de abatimiento de las empresas utilizamos una combinación de los dos enfoques, ya que relevamos información específica de todas las empresas que componen nuestra base de datos, y con los mismos corrimos nuestro modelo econométrico.

Los costos de abatimiento pueden ser definidos en términos generales como todas las formas de control de la contaminación incluyendo prevención, reciclaje, tratamiento, vertido, así como también todas las actividades administrativas de monitoreo y pruebas de laboratorio. En nuestro caso sólo tomaremos en cuenta aquellos costos incurridos por las empresas en lo relativo a tratamiento y vertido debido a la imposibilidad de acceder a los datos restantes. No consideramos que este hecho modifique sustancialmente nuestras conclusiones ya que estos costos tampoco son tomados en cuenta en el censo del PACE a partir de 1999. Dicho censo es el que se realiza en EE.UU. para recabar información de la inversión realizada por las empresas para reducir la contaminación.

Asimismo somos concientes de la existencia de más costos que tienen las empresas por concepto de abatimiento, como ser la depreciación del stock de capital, los costos incrementales por el consumo de insumos preferibles ambientalmente, los gastos administrativos por cumplimiento de la normativa, etc. Pero nos enfrentamos a grandes limitantes a la hora de contar con  la información para el cálculo de dichos costos.

Como habíamos expresado en el capítulo de consideraciones generales, existen dos formas para reducir contaminación:

· Tratamiento al final del tubo
· realizar actividades de “prevención de la contaminación”.
En la aplicación de nuestro modelo sólo tomaremos en cuenta la primera de ellas ya que para llevar a cabo la técnica de prevención de la contaminación deberíamos conocer todo el proceso productivo de cada empresa, lo cual excede nuestras posibilidades.

Los tipos de contaminación química a la cual puede estar expuesto un sistema de agua dulce son muy variados. Los efluentes se pueden caracterizar por su carga orgánica general, tóxicos orgánicos específicos y tóxicos inorgánicos. Los efluentes industriales son, por lo general, matrices complejas presentando en algunos casos mayor proporción de algún componente tóxico en particular. La carga orgánica aportada por los efluentes industriales suele ser uno de los problemas principales en nuestro país, en lo que se refiere a contaminación industrial. Este es uno de los motivos por los cuales utilizaremos la Demanda Bioquímica de Oxígeno (DBO)
 como el contaminante representativo de la contaminación industrial. Se entiende por DBO a la cantidad de oxígeno consumido para la degradación bioquímica de la materia orgánica, durante un intervalo de tiempo específico (5 días) y a una temperatura determinada (20°C.). Otros motivos que justifican la elección de la DBO, como contaminante representativo de la contaminación industrial, están basados en el hecho de que existe disponibilidad de información acerca de los niveles de emisión de dicho contaminante.
6.3 DATOS DE PANEL

El modelo econométrico estimado en este trabajo utiliza la técnica de datos de panel, lo cual implica que combina la dimensión temporal y corte transversal, ya que incluye una muestra de 16 empresas para el período comprendido entre julio de 2001 a febrero de 2005.

Al utilizar datos de panel, pretendemos capturar la heterogeneidad entre las diferentes empresas así como también en el tiempo. Dicha heterogeneidad no se podría detectar ni con estudios de series temporales ni tampoco con los de corte transversal. 

La aplicación de esta metodología nos permite analizar dos aspectos de suma importancia que forman parte de la heterogeneidad no observable entre las empresas: i) los efectos individuales específicos y ii) los efectos temporales. Los primeros son aquellos que afectan de manera desigual a cada una de las empresas de nuestra base de datos, los cuales son invariables en el tiempo, ejemplos de esto podrían ser la capacidad empresarial o la eficiencia operativa de cada una de las mismas. Los segundos son aquellos que afectan por igual a todas las empresas pero que varían en el tiempo, por ejemplo los choques macroeconómicos.

7. ESPECIFICACIÓN DEL MODELO

7.1 CONSIDERACIONES PREVIAS

De acuerdo a lo visto en el capítulo de marco teórico del impuesto a las emisiones, procederemos a especificar el modelo utilizado en la estimación. Es importante aclarar que nuestro estudio se focaliza en conocer los costos marginales de abatimiento, a través de la estimación de los costos totales de abatimiento, por lo cual lo fundamental es conocer las variables que determinan el mismo, de acuerdo al nivel de contaminación que cada empresa posea. La variable a estimar será entonces los costos de abatimiento expresados como los costos variables que asumen las empresas para el tratamiento de sus efluentes. 

Para elaborar un modelo explicativo de los costos de abatimiento es fundamental conocer los elementos determinantes del mismo, los cuales enumeramos a continuación:

1) Contaminante seleccionado. Como ya fue expuesto, tomaremos para nuestro estudio, la Demanda Bioquímica de Oxigeno (DBO), como elemento representativo de la contaminación a través de los efluentes industriales.

2) Nivel de Caudal. Representa la cantidad de efluente que vierte la planta de tratamiento de cada empresa y el mismo se expresa en forma de promedio diario del mes. De acuerdo a lo conversado con Alicia Raffaele como encargada de la Unidad de Efluentes Industriales (IMM), nos mencionó la importancia de incluir dentro de cualquier análisis de la contaminación, el caudal generado por cada industria y no solo tomar en cuenta los niveles de concentración de DBO. 

3) Costos de inversión en plantas de tratamiento. Dentro de esta categoría se deben consideran los costos de adquisición e instalación de la planta de tratamiento y sus correspondientes equipos auxiliares. Esta variable fue incluida ya que representa el principal costo al que se enfrenta la empresa para tratar los efluentes y de esta manera poder cumplir con la normativa vigente.
4) Rama de actividad de la empresa. Es muy importante diferenciar cada rama de actividad, debido a que la misma determina el tipo de proceso productivo, y por lo tanto los costos de abatimiento relacionados a los distintos tipos de proceso productivo, varían de acuerdo a la rama de actividad a la que pertenece cada empresa. 

5) Cantidad de producción. La cantidad de producción es determinante de los costos ya que cuanto mayor sea la producción, mayor serán los costos variables para el tratamiento de efluentes. 

6) Legislación y normativa vigente. Referido a la aplicación de la normativa vigente a través de las multas y clausuras efectivamente realizadas en el período. Contempla las multas efectivamente aplicadas a las empresas por parte de la IMM y por la DINAMA. Consideramos que esta variable debería ser explicativa, ya que a mayor cantidad de multas aplicadas por incumplimientos, mayor será el incentivo de las empresas para regularizar su situación para no ser multadas nuevamente. Lamentablemente nos vimos obligados a no incluirla en la regresión, dado que en el período analizado (jul-2001 a feb-2005) y para la muestra seleccionada de 16 empresas privadas, únicamente se habían efectuado un total de 3 multas, lo cual, lógicamente, dio como resultado una variable no significativa en la estimación.

Una vez considerados los posibles determinantes de los costos de abatimiento, presentamos las variables que utilizaremos en nuestra regresión. Las variables contempladas para el análisis se pueden dividir en los siguientes grupos que detallamos a continuación: 

1. Nivel de concentración de DBO: contiene los efluentes de cada industria de acuerdo a lo declarado en los informes cuatrimestrales presentados en la Unidad de Efluentes Industriales de la IMM.

2.  Nivel de caudal: vierte cada industria en promedio diario del mes, de acuerdo a lo declarado en los informes cuatrimestrales. 

3. Inversiones iniciales: realizadas por las empresas seleccionadas, en sus respectivas plantas de tratamiento de acuerdo a la estimación realizada por los Ingenieros Civil Sanitario que nos asesoraron.

4. Datos de producción: Dependiendo del rubro al cual la empresa pertenece, nos encontramos con cuatro medidas de producción, que se dividen en cantidad de unidades, cantidad de toneladas, cantidad de metros y cantidad de metros cúbicos. Este hecho, complica la utilización de la variable producción en forma directa, debido a la diversidad de ramas de actividad y a las diferentes unidades de medida que las empresas utilizan para expresar su producción. Aún más importante, si bien la producción es una variable explicativa de los costos de abatimiento, por los motivos anteriormente expuestos, es una variable que esta correlacionada con la concentración de DBO. A mayor producción mayor será la contaminación, entendida esta como la concentración de DBO. Por estas razones es que entendimos necesario la aplicación de una variable, que explique el nivel de producción, pero que no esté correlacionada con las concentraciones de DBO, es decir no endógena al modelo, y que no posea diversidad en sus unidades de medida, para evitar posibles conflictos en la estimación. Incluimos la variación del índice de precios (IP) por rama de actividad, como instrumento de la producción.

7.2 El MODELO

De acuerdo a todo lo expuesto, presentamos a continuación el modelo a estimar y las respectivas definiciones de cada una de las variables:

COSTOS VARIABLES i, t = 
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 + β1 DBO i, t + β2 DBO2 + β3 CAUDAL +

+ β4 INVERSION i, t + β5  IP i, t   + 
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i = 1, ..., 16

t = julio 2001 – feb 2005

Donde i se refiere a cada empresa en estudio y t a la dimensión temporal. En este caso, la muestra total de las observaciones esta dada por 16 empresas por 44 meses, es decir se cuenta con un panel balanceado que incluye las 688 observaciones. 

En cuanto a los costos variables que asumen las empresas para controlar y reducir los niveles de contaminación vertida por efluentes, se encuentran los gastos de mantenimiento que requieren las plantas de tratamiento, los gastos en energía eléctrica destinados para que la planta funcione y por último los gastos que se generan por la utilización de químicos. Estos costos variables que utilizamos fueron estimados por varios Ingenieros Civil Sanitario de acuerdo a lo declarado por las empresas en la Solicitud de Autorización de Desagüe Industrial que se presenta en la DINAMA y están expresados en dólares americanos.

En primer lugar, los gastos de mantenimiento incluyen el costo de contar con los servicios de personal competente (ingeniero químico, ingeniero sanitario y personal técnico, gastos de gerenciamiento), así como también los costos de mantenimiento y repuestos de las plantas de tratamiento.

En segundo lugar, los gastos en energía que debe incurrir la empresa para el funcionamiento de la planta de tratamiento. Este gasto de energía no incluye el referente al funcionamiento de la industria en su conjunto sino únicamente el destinado al funcionamiento de la planta para el tratamiento de efluentes.

En tercer lugar,  los gastos en químicos que necesita realizar la empresa. Estos dependen de la tecnología de tratamiento utilizada y se emplean para neutralizar efectos en los efluentes, entre otros se encuentran dentro de este grupo; agua oxigenada, soda cáustica, cal hidratada, antiespumante y sulfato de manganeso.

Como ya fue expuesto, la variable “DBO”, expresa el nivel de concentración de DBO que contienen los efluentes de cada industria de acuerdo a lo declarado en los informes cuatrimestrales presentados en la Unidad de Efluentes Industriales de la IMM. Se incluye a su vez, la variable “DBO2”, definida como el cuadrado del DBO, para darle la correcta forma funcional a la curva de costos marginales de abatimiento. La misma debe ser una función convexa y cumplir con todas las propiedades especificadas en el capítulo 5 del presente estudio. 

La variable “CAUDAL”, expresa el nivel de caudal que vierte cada industria en forma de promedio diario del mes, de acuerdo a lo declarado en los informes cuatrimestrales

La variable “INVERSION”, refleja las inversiones que realizó cada una de las empresas en las plantas de tratamiento expresadas en dólares americanos, de acuerdo a la monetización realizada por los Ingenieros civiles sanitarios de la información que obtuvimos en la DINAMA de las SADI contenidas en las carpetas de cada empresa. A su vez contempla las modificaciones que se realizaron a lo largo del tiempo en dichas plantas, ya sea para mejorarlas o para cambiar el proceso de tratamiento de efluentes hacia tecnologías más avanzadas. Se le asignó un nivel de depreciación anual del 10%, de acuerdo al criterio contable de amortización de bienes de uso, según lo expresado por los Ingenieros que nos asesoraron.

Es importante destacar que todos los valores monetarios reflejados en nuestro modelo están calculados a valores constantes. 
Por último, se define la variable “IP” como Índice de Precios por rama de actividad. Se tomo en cuenta la variación del índice, tomando julio del 2001 como base 100. Los precios que se tomaron son los precios mayoristas por rama de actividad y se calculo de la siguiente forma:

IP= (1+Δ Índice de Precios Mayorista por rama de actividad) 
A continuación, presentamos una tabla en la cual se detallan las estadísticas descriptivas para cada una de las variables que se incluyeron en la estimación del modelo y fueron explicadas previamente en este capítulo.

Tabla 1 – Estadísticas descriptivas de las variables
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7.3 ESTRUCTURA DEL ERROR

Es usual interpretar los modelos de datos de panel a través de sus componentes de error. El término de error 
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 incluido en nuestro modelo, puede descomponerse de la siguiente manera:
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 representa los efectos no observables que difieren entre las empresas pero no en el tiempo, es decir los efectos específicos de cada planta.

 
[image: image35.wmf]t
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 se le identifica con efectos no cuantificables que varían en el tiempo pero no entre las empresas. 
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se refiere al término de error puramente aleatorio.

Para estimar nuestro modelo se utilizó el componente de error conocido como “one way” para el cual  
[image: image37.wmf]t
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= 0. 
Elegimos un modelo de efectos fijos en vez de un modelo de efectos aleatorios, ya que estamos basando nuestra estimación en 16 plantas específicas, las cuales no fueron aleatoriamente seleccionadas de un universo de empresas mayor y son responsables de un  alto porcentaje de la contaminación por efluentes industriales. 

Dado que el efecto de las variables omitidas puede mantenerse constante en el tiempo para cada empresa, se pueden capturar los mismos en el término de la constante 
[image: image38.wmf]a

como un promedio que toma en cuenta explícitamente la heterogeneidad entre empresas contenida en los datos.

Es por ello que los 16 interceptos se asocian con variables dummies con coeficientes específicos para cada empresa, los cuales se estiman. En consiguiente el modelo quedaría especificado en forma genérica de la siguiente manera:
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Donde Yi  y Xi constituyen las 44 observaciones de la empresa i. Y 
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el vector (44 x 1) de errores asociados. Donde 
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 es una matriz de identidad de rango 16 x16. Por lo tanto, cada 
[image: image42.wmf]i

a

 es un parámetro desconocido que debe ser estimado.
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Finalmente, para contemplar la autocorrelación que se podría estar dando dentro de cada empresa específicamente se agrega la estimación de un AR(1), por lo cual el residuo de nuestro modelo se especifica de la siguiente manera: 
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Por  lo tanto, el coeficiente estimado de 
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 no varía entre empresas ni a lo largo del tiempo.

7.4 DERIVACIÓN DEL NIVEL DE IMPUESTO

Finalmente, una vez estimada la ecuación de costos de abatimiento totales, derivaremos los mismos con respecto a la variable que representa las emisiones, para así obtener la curva de costos marginales de abatimiento.
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De acuerdo a la forma funcional de la curva de costos marginales de abatimiento, detallada en el capítulo 5, la misma debe cumplir la condición de ser creciente con respecto al nivel de emisiones, cumpliendo con las siguientes condiciones:
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Como la función objetivo de la firma que se enfrenta a un impuesto por unidad de emisión es estrictamente convexa en las emisiones, la condición de primer orden,
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es necesaria y suficiente para identificar un nivel de emisiones que minimiza los costos de las empresas incluidas en este estudio. Dicho impuesto t, por unidad de emisiones, igual para todas las empresas logrará alcanzar el nivel deseado de emisión minimizando los costos agregados de abatimiento. 

El nivel de concentración de DBO que determine el nivel de impuesto, al cual se arriba en este trabajo, será en función de  la normativa legal vigente. De acuerdo a la misma en Montevideo, existen dos estándares de concentración de DBO permitido, dependiendo del lugar donde se realiza el vertido de los efluentes industriales. Por lo tanto, se calculará un nivel de impuesto específico, tanto para las industrias que vierten a colector del alcantarillado público, como para aquellas que vierten directamente a cursos de agua.  

8. RESULTADOS Y DISCUSIÓN

Este capítulo consiste en la presentación de los resultados obtenidos a partir de la estimación de la ecuación que detallamos en el capítulo 7. El mismo se divide en dos partes, en primer lugar se realiza la estimación y discusión de los resultados del modelo, utilizando como programa econométrico el EViews. En segundo lugar, se realiza el cálculo del impuesto con los correspondientes comentarios que se desprenden de los valores arribados.

8.1 ESTIMACIÓN DEL MODELO 
A continuación presentamos la salida correspondiente a la estimación de nuestro modelo a través de una regresión con efectos fijos, según la justificación establecida en el capítulo anterior del presente trabajo. Dicha estimación se realizó a través de Mínimos Cuadrados Generalizados utilizándose la matriz de covarianzas de White, de forma tal de contar con una estimación eficiente de los 
[image: image52.wmf]b

en presencia de heteroscedasticidad en nuestro modelo.

Tabla 8.1

	Dependent Variable: COSTOSV?

	Method: GLS (Cross Section Weights)

	Date: 06/12/06   Time: 16:36

	Sample: 2001:07 2005:02

	Included observations: 44

	Total panel (balanced) observations 688

	Convergence achieved after 10 iteration(s)

	White Heteroskedasticity-Consistent Standard Errors & Covariance

	Variable
	Coefficient
	Std. Error
	t-Statistic
	Prob.  

	DBO?
	-0.026668
	0.004066
	-6.558069
	0.0000

	DBO2?
	1.35E-05
	7.86E-07
	17.12229
	0.0000

	CAUDAL?
	0.184789
	0.032234
	5.732835
	0.0000

	INVERSION
	-0.028314
	0.003090
	-9.162725
	0.0000

	IP?
	51.01829
	1.823442
	27.97912
	0.0000

	AR(1)
	0.684278
	0.040444
	16.91896
	0.0000

	Fixed Effects
	
	
	
	

	_1--C
	14388.01
	
	
	

	_2--C
	3491.820
	
	
	

	_3--C
	15076.28
	
	
	

	_4--C
	12743.30
	
	
	

	_5--C
	22216.85
	
	
	

	_6--C
	3292.999
	
	
	

	_7--C
	6274.552
	
	
	

	_8--C
	5376.887
	
	
	

	_9--C
	7976.932
	
	
	

	_10--C
	5886.543
	
	
	

	_11--C
	7557.398
	
	
	

	_12--C
	514.8591
	
	
	

	_13--C
	10523.04
	
	
	

	_14--C
	546.6524
	
	
	

	_15--C
	5351.867
	
	
	

	_16--C
	6818.576
	
	
	

	Weighted Statistics
	
	
	
	

	R-squared
	0.792131
	    Mean dependent var
	8792.419

	Adjusted R-squared
	0.785576
	    S.D. dependent var
	4235.114

	S.E. of regression
	1961.109
	    Sum squared resid
	2.56E+09

	Log likelihood
	-5511.917
	    F-statistic
	507.5867

	Durbin-Watson stat
	2.103613
	    Prob(F-statistic)
	0.000000

	Unweighted Statistics
	
	
	
	

	R-squared
	0.840299
	    Mean dependent var
	4986.259

	Adjusted R-squared
	0.835263
	    S.D. dependent var
	4831.786

	S.E. of regression
	1961.113
	    Sum squared resid
	2.56E+09

	Durbin-Watson stat
	2.097845
	
	
	


Los resultados de la regresión son los que a priori esperábamos. En primer lugar, todas las variables nos dan significativas a un nivel de significación del 5%. 

El signo y los valores obtenidos para los parámetros asociados a las variables de la DBO y la DBO2 nos permiten cumplir con la condición que requiere la determinación del impuesto, detallada anteriormente en este estudio.

Por su parte, encontramos que a medida que aumenta el CAUDAL los COSTOS se incrementan. Esto se deriva del hecho que las empresas al aumentar su caudal van a tener más volumen para tratar y en consecuencia mayores costos en sus plantas de tratamiento.

El signo negativo de la INVERSION nos muestra  que a medida que se eleva la INVERSION los COSTOS disminuyen. En otras palabras, podemos concluir que la adopción de la tecnología de tratamiento permite disminuir los costos variables del mismo, lo que resulta relevante en el sentido que constituye un estímulo para la adopción de nuevas inversiones por parte de los empresarios.

Por último, vemos que se cumple que cuando el IP crece los COSTOS también lo hacen. Al ser el IP un proxy de la producción y al entender que cuando aumentan los precios de mercado las empresas van a aumentar su producción y por lo tanto, van a tener mayores emisiones para tratar, creemos que es razonable que se de un aumento en los COSTOS.

A pesar de que somos concientes de las limitaciones en las conclusiones debido a que contamos con una muestra pequeña de empresas, los efectos fijos nos muestran que las empresas que tienen mayores costos de abatimiento son las pertenecientes al rubro curtiembre y al rubro químico, las cuales cuentan con las plantas de tratamiento más grandes. 

Por otro lado corrimos un modelo en donde utilizamos a la DBO por caudal (DBOXC), es decir la carga contaminante de DBO en vez de la DBO y por consiguiente sacamos la variable CAUDAL. El coeficiente tan pequeño de la  variable  DBOXC2 puede estar reflejando que las empresas están diluyendo concentración (ver Tabla 8.2). 

La dilución de la concentración del contaminante es una estrategia fácil y efectiva de cumplir con la normativa y a su vez, bastante difícil de detectar (M. Caffera, 2004). El análisis que se intuye de estos resultados es que las empresas al no estar reguladas debidamente no les interesa controlar la carga.

Tabla 8.2
	Dependent Variable: COSTOSV?

	Method: GLS (Cross Section Weights)

	Date: 06/21/06   Time: 22:45

	Sample: 2001:07 2005:02

	Included observations: 44

	Total panel (balanced) observations 688

	Convergence achieved after 11 iteration(s)

	White Heteroskedasticity-Consistent Standard Errors & Covariance

	Variable
	Coefficient
	Std. Error
	t-Statistic
	Prob.  

	DBOxC?
	0.000667
	9.83E-05
	6.783451
	0.0000

	DBOxC2?
	-9.04E-11
	1.93E-11
	-4.683547
	0.0000

	Inversion?
	-0.031140
	0.002994
	-10.40141
	0.0000

	IP?
	49.90770
	1.920724
	25.98380
	0.0000

	AR(1)
	0.672789
	0.041014
	16.40402
	0.0000

	Fixed Effects
	
	
	
	

	_1--C
	15044.77
	
	
	

	_2--C
	3620.518
	
	
	

	_3--C
	15383.68
	
	
	

	_4--C
	13058.45
	
	
	

	_5--C
	22261.58
	
	
	

	_6--C
	3414.066
	
	
	

	_7--C
	6439.575
	
	
	

	_8--C
	5572.269
	
	
	

	_9--C
	8095.949
	
	
	

	_10--C
	6262.917
	
	
	

	_11--C
	7787.442
	
	
	

	_12--C
	504.9220
	
	
	

	_13--C
	10908.25
	
	
	

	_14--C
	562.4660
	
	
	

	_15--C
	5571.697
	
	
	

	_16--C
	7504.512
	
	
	

	Weighted Statistics
	
	
	
	

	R-squared
	0.778686
	    Mean dependent var
	8688.641

	Adjusted R-squared
	0.772050
	    S.D. dependent var
	4112.603

	S.E. of regression
	1963.526
	    Sum squared resid
	2.57E+09

	Log likelihood
	-5518.101
	    F-statistic
	586.7040

	Durbin-Watson stat
	2.114888
	    Prob(F-statistic)
	0.000000

	Unweighted Statistics
	
	
	
	

	R-squared
	0.839665
	    Mean dependent var
	4986.259

	Adjusted R-squared
	0.834858
	    S.D. dependent var
	4831.786

	S.E. of regression
	1963.527
	    Sum squared resid
	2.57E+09

	Durbin-Watson stat
	2.086557
	
	
	


8.2 CALCULO DEL IMPUESTO

8.2.1 Obtención del Impuesto

En esta parte del capítulo presentaremos los valores que obtuvimos al sustituir los coeficientes por sus respectivas estimaciones. En el capítulo 7 habíamos arribado a que:
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Sustituyendo por las estimaciones que obtuvimos en la  tabla 1 nos queda que:

-0,026668 + 2 (0,0000135)* 
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· Definimos t1: si vierte a un curso de agua el estándar que rige hoy en día es de 60 mg/L por lo tanto, el impuesto a aplicar sería de: US$ 0,025048 por mg de DBO por litro de efluente. 

· Definimos t2: si vierte a colector del alcantarillado público el estándar es de 700 mg/L y en consecuencia el impuesto a aplicar sería de: US$ 0,007768 por mg de DBO por litro de efluente. 

En definitiva, el monto total de impuesto (T) que pagará cada empresa será ti (donde i = 1,2 dependiendo del lugar de vertido) por la cantidad de DBO emitida (medida en mg por litro de efluente).

Analíticamente,

T = ti * DBO

A modo de ejemplo, suponemos una empresa que vierte a colector del alcantarillado público y cuyo reporte de DBO en un mes es de 10595 mg/L, el monto total a pagar será:

T = 0,007768*10595 = US$ 82,3
A continuación se presenta gráficamente la curva marginal de costos de abatimiento que hallamos:  
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Figura 7 - Curva Marginal de Costos de Abatimiento con Impuesto

8.2.2 Algunas Consideraciones

Con la finalidad de establecer el monto del impuesto como porcentaje de los costos variables, calculamos el porcentaje que representa la cantidad de contaminante vertido por el monto del impuesto calculado sobre los costos variables. Dicho porcentaje fue calculado y agrupado de acuerdo a los rubros correspondientes a las empresas que conformaron la base de datos. 

A continuación se presenta el cuadro con los resultados expresados en promedio: 
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Lugar de Vertido

RUBRO

2001

2002

2003

2004

2005

Total general

Vierte a Curso de Agua

Carnica

2.60%

2.41%

2.15%

2.54%

3.82%

2.47%

700 mg/l

Cartonera

0.56%

0.52%

0.40%

0.38%

1.01%

0.48%

Curtiembres

0.25%

0.16%

0.12%

0.07%

0.21%

0.14%

Graseria

0.56%

0.49%

0.24%

0.25%

0.41%

0.36%

Lanera

0.81%

0.74%

0.67%

0.47%

0.72%

0.66%

Total Vierte a Curso de Agua

0.76%

0.67%

0.56%

0.54%

0.91%

0.63%

Vierte a Colector de 

Alimenticia

1.41%

1.14%

0.86%

0.81%

0.28%

0.97%

alcantarillado publico

Carnica

0.68%

0.47%

0.38%

0.34%

0.33%

0.43%

60 mg/l

Quimicas

0.13%

0.05%

0.02%

0.06%

0.05%

0.05%

Textil

0.13%

0.08%

0.09%

0.10%

0.11%

0.10%

Total Vierte a Colector

0.43%

0.30%

0.23%

0.23%

0.16%

0.27%

Total general

0.59%

0.49%

0.40%

0.39%

0.54%

0.45%

ANO


Es pertinente tener presente el hecho de que si bien el impuesto calculado como porcentaje de los costos variables no es muy significativo para algunos rubros, el cálculo del mismo se hizo solamente a lo que refiere a la contaminación por DBO y este no es el único contaminante regulado por la legislación actual. Entre otros podemos destacar los sólidos sedimentables, aceites y grasas, sustancias fenólicas, cromo, cianuros, plomo, etc. (Véase Anexo Nº 3). Por consiguiente, si se hallara la curva marginal de costos de abatimiento y los respectivos valores de impuesto para cada contaminante controlado se obtendría un valor total del impuesto significativamente mayor.

Otra razón que podría estar explicando los resultados presentados, lo constituye el hecho de que las empresas podrían estar sub-reportando el nivel de sus emisiones de DBO. Dado que nuestros datos están basados en los informes cuatrimestrales y los mismos son elaborados por las propias empresas donde reportan sus emisiones, si las mismas están siendo declaradas por niveles inferiores a los reales, nuestra estimación podría haber resultado sesgada. Esta afirmación esta respaldada por el trabajo de M. Caffera (2004), en el cual sugiere dentro de sus conclusiones que se puede estar dando la sub-reportación por parte de las empresas. 

Con el objetivo de tener una visión de lo que sería el total del monto recaudado en dólares americanos para el período de estudio de las empresas seleccionadas se presenta el siguiente cuadro, donde se calculó el impuesto por cantidad de efluente vertido y discriminado por rubro de actividad.
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RUBRO

2001

2002

2003

2004

2005

Total general

Vierte a Curso de Agua

Carnica

63

136

126

122

28

475

700 mg/l

Cartonera

11

20

25

24

8

87

Curtiembres

249

402

409

367

63

1491

Graseria

36

80

71

67

12

266

Lanera

224

564

608

382

89

1867

Total Vierte a Curso de Agua

583

1202

1240

963

200

4187

Vierte a Colector de 

Alimenticia

137

313

358

318

16

1141

alcantarillado publico

Carnica

164

295

257

192

28

936

60 mg/l

Quimicas

83

87

48

155

23

396

Textil

35

55

63

84

14

251

Total Vierte a Colector

419

750

726

749

80

2724

Total general

1001

1952

1965

1712

280

6911

ANO


Nuevamente, consideramos que los valores de recaudación del impuesto sobre los efluentes industriales hallados se incrementarían notablemente si se extendieran estos resultados a todas las empresas y contaminantes regulados. 
9. CONCLUSIONES

Notamos que tanto en Uruguay, así como en muchos países de América Latina hay una tendencia a la elección de instrumentos costos-inefectivos, como son los de comando y control, para controlar la contaminación hídrica industrial. Esto se explica por la falta de conocimiento referente a los instrumentos económicos por parte de los agentes involucrados, así como también por la resistencia de estos a imponer costos a las actividades productivas. Por lo visto en el análisis legal e institucional realizado, entendemos que en principio no existen en Uruguay impedimentos legales para la aplicación por parte del gobierno nacional de un impuesto a la contaminación provocada por los efluentes industriales.
Entendemos que uno de los principales problemas que presenta el sistema de comando y control, es su forma particular de abordar los problemas ambientales enfatizando la atención de los problemas aparentes y no sus causas reales. Con esto nos referimos a que se trata de un sistema que penaliza a través de las multas y clausuras a los infractores, sin incentivar a los mismos a buscar una solución real al problema de la contaminación. 

Esto determina que este sistema de gestión ambiental haga incurrir a la industria en costos cada vez mayores cuando intenta involucrarse en la solución de algún problema ambiental, en lugar de potenciar la utilización de medidas con las que tanto la industria como la sociedad, obtendrían mayores beneficios. Por esta razón pensamos que el sistema de comando y control, resulta cada vez más costoso y a la vez menos efectivo, lo que nos impulsó a investigar la viabilidad de los instrumentos económicos como una alternativa para la regulación de la contaminación industrial.

Específicamente para el caso de Montevideo y de acuerdo a lo expresado en el capítulo 7, la situación se agrava dado que la realidad muestra que la penalización efectiva que se le aplica a las empresas (de acuerdo a los datos obtenidos en la UEI para el período de análisis), es prácticamente insignificante, lo cual determina un sistema aún más inefectivo.

Pensamos que una de las características más destacables de los instrumentos económicos, es que orientan las decisiones de inversión de las empresas hacia medidas preventivas antes que medidas correctivas, y de esta manera atiendan el interés público sin lesionar innecesariamente intereses privados. Esto se logra a través de la aplicación de soluciones tecnológicamente factibles que redundan en un beneficio social y una mayor rentabilidad de las empresas.
En el presente trabajo de investigación monográfico, realizamos un análisis de la viabilidad de la aplicación de incentivos económicos en Uruguay, presentando  diferentes alternativas posibles de incentivos económicos. Entre ellos, fueron analizados los sistemas de permisos de emisión transables, subsidios, instrumentos financieros, derechos de propiedad, intervenciones a nivel de demanda e impuestos a las emisiones de efluentes industriales. Considerando la complejidad de dicho análisis y teniendo en cuenta que el SPET y el impuesto a las emisiones presentan la particularidad de ser instrumentos económicos directos sobre las emisiones, entendemos que son los que el país debe intentar aplicar. La principal desventaja que presenta el SPET para su aplicación en Uruguay, radica en que requiere ciertas condiciones preexistentes para su implementación. Esencialmente, se requiere contar con un mercado de valores o de subasta desarrollado y bien definido, para que en él se transen libremente los permisos y no existan fricciones. En Uruguay el mismo no posee  un grado de desarrollo suficiente y no hay perspectivas a corto plazo de alcanzarlo. Por esta razón y dadas las características estructurales de Uruguay, concluimos que el impuesto a las emisiones es el instrumento que presenta mayor viabilidad para su aplicación y que mejor se adapta a la realidad uruguaya y en particular a la de Montevideo. 
Por esta razón, en el capítulo 5 elaboramos nuestro marco teórico basado en la implementación de un impuesto, donde exponemos que es un instrumento costo-efectivo ya que logra alcanzar el nivel deseado de emisiones minimizando los costos de abatimiento agregados.

La segunda parte del trabajo es un análisis econométrico que nos permitió el cálculo de dicho impuesto a través de la estimación de la curva de costo marginal de abatimiento. 

El valor obtenido del impuesto es de US$ 0,025048 por mg de DBO por litro de efluente si vierte a un curso de agua y US$ 0,007768 por mg de DBO por litro de efluente si vierte a colector del alcantarillado público. Esto constituye una primera estimación en la que creemos los encargados de política tendrían que profundizar.
Las razones que pueden estar detrás del resultado del valor estimado de dicho impuesto, pueden explicarse por una posible sub-declaración de los niveles de emisión de DBO de las empresas seleccionas. Por otra parte, la dilución de la concentración del contaminante es una estrategia fácil y efectiva de cumplir con la normativa y a su vez, bastante difícil de detectar (M. Caffera, 2004). Dado que nuestros datos están basados en los informes cuatrimestrales, y los mismos son elaborados por las empresas donde reportan sus emisiones, si las mismas están siendo declaradas por niveles inferiores a los reales, nuestra estimación podría haber resultado sesgada.  

Por último, hay que tener en cuenta que el cálculo del impuesto se hizo solamente a lo que refiere a la contaminación por DBO y este no es el único contaminante regulado por la legislación actual. Entre otros podemos destacar los sólidos sedimentables, aceites y grasas, sustancias fenólicas, cromo, cianuros, plomo, etc. (Véase Anexo Nº 3). Por consiguiente, si se hallara la curva marginal de costos de abatimiento y los respectivos valores de impuesto para cada contaminante controlado se obtendría un valor total del impuesto significativamente mayor.

Si bien somos consientes de las ventajas de la implementación de un sistema de incentivos económicos y en particular, la aplicación de un impuesto para la regulación de la contaminación de las industrias de Montevideo, el  éxito en la aplicación del mismo dependerá en gran parte de algunas medidas complementarias. Entre ellas, un sistema regulatorio ambiental eficiente, una plataforma institucional sólida, transparencia en las reglas para los agentes privados, transparencia en la información para los consumidores y participación activa de los actores implicados.  
Nos parece importante destacar que lo que aquí se hizo es una primera aproximación a lo que creemos puede ser un inicio de reglamentar de  manera más eficiente la política ambiental y en especial la hídrica. Nuestra base de datos como se mencionó en su momento presenta la limitante de estar formada por una muestra de empresas que no contempla el total del universo, lo cual nos permite acercarnos al valor del impuesto pero sabemos que no es concluyente.

Por lo tanto hay mucho camino por recorrer y esperamos haber contribuido al desarrollo de una metodología de trabajo, en pos de políticas ambientales costo-efectivas para nuestro país.
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ABREVIATURAS

CYC: Comando y control 

CEPAL: Comisión Económica para América Latina y el Caribe

CMA: Costo marginal de abatimiento

CONAMA: Comisión Nacional del Medio Ambiente (Chile)

DINAMA: Dirección Nacional del Medio Ambiente
DBO: Demanda Bioquímica de Oxígeno

DNH: Dirección Nacional Hidrográfica

IE: Instrumento económico

IMM: Intendencia Municipal de Montevideo

I+D: Inversión más desarrollo

MVOTMA: Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente

OCDE: Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 

PACE: Pollution Abatement Costs and Expenditures 

PT: Planta de Tratamiento

SADI: Solicitud de Autorización de Desagüe Industrial

SST: Sólidos Suspendidos Totales
SPET: Sistema de Permisos de Emisión Transable

UEI: Unidad de Efluentes Industriales

GLOSARIO DE TÉRMINOS

Ambiente: se refiere tanto a la calidad como a la cantidad de los recursos naturales, sean o no renovables.

Contaminación de aguas: alteración de las propiedades físico-químicas y/o biológicas del agua por sustancias ajenas, por encima o por debajo de los límites máximos o mínimos permisibles, según corresponda, de modo que produzcan danos a la salud del hombre deteriorando su bienestar o su medio ambiente.

Descarga: vertido de aguas residuales crudas o tratadas en un cuerpo receptor.

Efluente contaminado: toda descarga líquida que contenga cualquier forma de materia inorgánica y/u orgánica o energía, que no cumplen los límites permisibles por la legislación ambiental.

Externalidad: influencia de las acciones de una persona en el bienestar de otro. En términos ecológicos es utilizado para describir los efectos que tanto los recursos naturales como las actividades económicas de la población tienen sobre el ambiente en lugares externos al punto en donde se ejecutan o intervienen.

Prevención: disposiciones y medidas anticipadas para evitar el deterioro de la calidad del agua.

Producción más limpia: estrategia de gestión ambiental que permite a la industria reducir costos mediante el uso óptimo de los recursos productivos, previniendo la contaminación y cumpliendo eficazmente con las normativas. Producir limpiamente se traduce en eficiencia, competitividad y minimización de costos.

Sistema de gestión ambiental: un sistema de gestión ambiental provee a la empresa un marco para manejarse así misma a fin de obtener tantos logros ambientales como económicos. Sistemas de gestión tales como puede ser la ISO14000 ofrecen un enfoque estructurado para que las empresas cumplan con sus obligaciones ambientales de una manera más efectiva, no remitiéndose sólo al cumplimiento de las normas, sino yendo más allá, elevando su performance ambiental y haciendo un mayor uso de los enfoques preventivos.

	ANEXOS


ANEXO Nº 1
Reforma Constitucional del 2004
Artículo 47.- La protección del medio ambiente es de interés general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores.

El agua es un recurso natural esencial para la vida.

El acceso al agua potable y el acceso al saneamiento, constituyen derechos humanos fundamentales.

	1)
	La política nacional de aguas y saneamiento estará basada en:


	
	a)
	el ordenamiento del territorio, conservación y protección del Medio Ambiente y la restauración de la naturaleza.

	
	b)
	la gestión sustentable, solidaria con las generaciones futuras, de los recursos hídricos y la preservación del ciclo hidrológico que constituyen asuntos de interés general. Los usuarios y la sociedad civil, participarán en todas las instancias de planificación, gestión y control de recursos hídricos; estableciéndose las cuencas hidrográficas como unidades básicas.

	
	c)
	el establecimiento de prioridades para el uso del agua por regiones, cuencas o partes de ellas, siendo la primera
prioridad el abastecimiento de agua potable a poblaciones.

	
	d)
	el principio por el cual la prestación del servicio de agua potable y saneamiento, deberá hacerse anteponiendo las razones de orden social a las de orden económico.


Toda autorización, concesión o permiso que de cualquier manera vulnere las disposiciones anteriores deberá ser dejada sin efecto.

	2)
	Las aguas superficiales, así como las subterráneas, con excepción de las pluviales, integradas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, subordinado al interés general, que   forma parte del dominio público estatal, como dominio público hidráulico.

	3)
	El servicio público de saneamiento y el servicio público de abastecimiento de agua para el consumo humano serán prestados exclusiva y directamente por personas jurídicas estatales.

	4)
	La ley, por los tres quintos de votos del total de componentes de cada Cámara, podrá autorizar el suministro de agua, a otro país, cuando éste se encuentre desabastecido y por motivos de solidaridad.


ANEXO Nº 2
Límites para aguas destinadas a varios usos
	Parámetro
	CLASE 1
	CLASE 2 a
	CLASE 2b
	CLASE 3
	CLASE 4

	Olor 
	No perceptible 
	No perceptible 
	No perceptible 
	No perceptible 
	No objetable 

	Materiales flotantes y espumas no naturales 
	Ausentes 
	Ausentes 
	Ausentes 
	Ausentes 
	Virtualmente ausentes 

	Color no natural 
	Ausente 
	Ausente 
	Ausente 
	Ausente 
	Virtualmente ausente 

	Turbiedad 
	Máximo 50 UNT 
	Máx. 50 UNT 
	Máx. 50 UNT 
	Máx. 50 UNT 
	Máx. 100 UNT 

	pH 
	Entre 6,5 y 8,5 
	Entre 6,5 y 9,0 
	Entre 6,5 y 8,5 
	Entre 6,5 y 8,5 
	Entre 6,0 y 9,0 

	OD (Oxígeno disuelto) 
	Mín. 5mg./l 
	Min. 5 mg./l  
	Mín. 5mg./l 
	Mín. 5mg./l 
	Mín. 2,5mg./l 

	DBO5 (Demanda Bioquímica de Oxígeno 
	Máx. 5mg./l 
	Máx. 10 mg./l 
	Máx. 10 mg./l 
	Máx. 10 mg./l 
	Máx. 15 mg./l 

	Aceites y grasas 
	Virtualmente ausentes 
	Virtualmente ausentes
	Virtualmente ausentes
	Virtualmente ausentes 
	Máx. 10 mg./l 

	Detergentes (medidas 
	Máx.0,5 mg./l 
	Máx. 1 mg./l  
	Máx. 1 mg./l  
	Máx. 1 mg./l  
	Máx. 2 mg./l 

	como sustancias activas 
	
	
	
	 
	 

	al azul de metileno) 
	
	
	
	
	

	Sustancias fenólicas 
	Máx. 0,001 mg./l en C6H50H 
	Máx. 0,2 mg./l en C6H5OH 
	Máx. 0,2 mg./l en C6H5OH 
	
	

	Amoníaco libre 
	Máx. 0,02 mg./l en N 
	Máx. 0,02 mg./l en N 
	Máx. 0,02 mg./l en N 
	Máx. 0,02 mg./l en N 
	

	Nitratos 
	Máx. 10 mg./l en N 
	Máx. 10 mg./l en N 
	Máx. 10 mg./l en N 
	Máx. 10 mg./l en N 
	

	Fósforo total 
	Máx. 0,025 mg./l en P 
	Máx. 0,025 mg./l en P 
	Máx. 0,025 mg./l en P 
	Máx. 0,025 mg./l en P 
	

	Sólidos suspendidos 
	
	Máx. 700 mg./l 
	
	
	

	totales 
	
	
	
	
	

	Relación de Absorción de Sodio 
	
	Máx. 10 
	
	
	

	Coliformes fecales 
	No se deberá exceder el límite de 2000 CF/100 mL en ninguna de al menos 
	Igual de clase 1 
	No se deberá exceder el límite de 1000 CF/100 mL en ninguna de al menos  
	Como clase 1 
	No se deberá exceder el límite de 5000 CF/100 

	
	5muestras debiendo la medida geométrica de las mismas estar por debajo 
	
	5muestras debiendo la medida geométrica de las mismas estar por debajo
	
	mL en ninguna de al menos el 80% de por lo 

	
	de 1000 CF/100 mL. 
	
	de 500 CF/100 mL
	
	menos 5 muestras. 

	
	
	
	
	
	 

	Cianuro 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 

	Arsénico 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,1 mg./l 

	Boro 
	
	Máx. 0,5 mg./l 
	
	
	

	Cadmio 
	Máx. 0,001 mg./l 
	Máx. 0,001 mg./l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,001 mg./l 
	Máx. 0,01 mg./l 

	Cobre 
	Máx. 0,2 mg./l 
	Máx. 0,02 mg/l 
	Máx. 0,2 mg./l 
	Máx. 0,2 mg./l 
	Máx. 1 mg./l 

	Cromo total 
	Máx. 0,05 mg/l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 
	Máx. 0,5 mg./l 

	Mercurio 
	Máx. 0,0002 mg/l 
	Máx. 0,0002 mg./l 
	Máx. 0,0002 mg./l 
	M á x. 0,0002 mg./l 
	Máx. 0,002 mg./l 

	Níquel 
	Máx. 0,02 mg/l 
	Máx. 0,002 mg./l 
	Máx. 0,02 mg./l 
	Máx. 0,02 mg./l 
	Máx. 0,2 mg./l 

	Plomo 
	Máx. 0,03 mg/l 
	Máx. 0,03 mg./l 
	Máx. 0,03 mg./l 
	Máx. 0,03 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 

	Zinc 
	Máx. 0,03 mg/l 
	Máx. 0,03 mg./l 
	Máx. 0,03 mg./l 
	Máx. 0,03 mg./l 
	Máx. 0,3 mg./l 

	Aldrín más Dieldrin 
	Máx. 0,004 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Clordaño 
	Máx. 0,01 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	DDT 
	Máx. 0,001 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Endosulfan 
	Máx. 0,02 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Endrin 
	Máx. 0,004 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Heptacloro m ás Heptacloro Epoxi 
	Máx. 0,01 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Lindaño 
	Máx. 0,01 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Metoxicloro 
	Máx. 0,03 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Mirex 
	Máx. 0,001 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	2, 4 D 
	Máx. 4 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	2, 4, 5 T 
	Máx. 10 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	2, 4, 5 TP 
	Máx. 2 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Paration 
	Máx. 0,04 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 

	Comp. Poliaromáticos (BPC) 
	Máx. 0,001 mg./l 
	Como clase 1 
	como clase 1 
	como clase 1 
	10 veces clase 1 


ANEXO Nº 3
Límites para desagües

	Parámetro
	1. Desagües a colector del alcantarillado público
	2. Desagües directos a cursos de agua.
	3. Desagües que se disponen por infiltración al terreno
.

	Material flotante 
	Ausente 
	Ausente 
	Ausente 

	Temperatura 
	Máx. 35º C 
	Máx. 30º C pero no podrá elevar la temperatura del cuerpo receptor más de 2ºC 
	Máx. 35º C 

	pH 
	Entre 5,5 y 9,5 
	Entre 6,0 y 9,0 
	Entre 5,5 y 9,0 

	DBO5 
	Máx. 700 mg./l 
	Máx. 60 mg./l 
	

	Sólidos sedimentables 
	Hasta 10 m L/L determinados en cono Imhoff en 1 hora 
	Hasta 150 mg./l 
	Hasta 10 m L/L determinados en cono Imhoff en 1 hora 

	Sólidos totales 
	
	
	Máx. 700 mg./l 

	Aceites y grasas 
	Máx. 200 mg./l 
	Máx. 50 mg./l 
	Máx. 200 mg./l 

	Sulfuros 
	Máx. 5 mg./l en S 
	Máx. 1 mg./l 
	

	Detergentes 
	
	Máx. 4 mg./l en LAS 
	

	Sustancias Fenólicas 
	
	Máx. 0,5 mg./l en C6H50H 
	

	Caudal 
	El caudal máx. en cualquier instante n o podrá exceder 2,5 al caudal medio del período de actividad. 
	Caudal máximo en cualquier instante no podrá exceder 1,5 al caudal medio del período de actividad 
	

	Amoníaco 
	
	Máx. 5 mg./l en N 
	

	Fósforo total 
	
	Máx. 5 mg./l en P 
	

	Coliformes fecales 
	
	Máx. 5000 CF/100 mL 
	

	Cianuros 
	Máx. 1 mg./l 
	Máx. 1 mg./l 
	Máx. 1 mg./l 

	Arsénico 
	Máx. 0,5 mg./l 
	Máx. 0,5 mg./l 
	Máx. 0,5 mg./l 

	Cadmio 
	Máx. 0,05 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 

	Cobre 
	Máx. 1 mg./l 
	Máx. 1 mg./l 
	Máx. 1 mg./l 

	Cromo Total 
	Máx. 3 mg./l 
	Máx. 1 mg./l 
	Máx. 3 mg./l 

	Mercurio 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,005 mg./l 
	Máx. 0,05 mg./l 

	Níquel 
	Máx. 2 mg./l 
	Máx. 2 mg./l 
	Máx. 2 mg./l 

	Plomo 
	Máx. 0,3 mg./l 
	Máx. 0,3 mg./l 
	Máx. 0,3 mg./l 

	Zinc 
	Máx. 0,3 mg./l 
	Máx. 0,3 mg./l 
	Máx. 0,3 mg./l 

	
	Las concentraciones de los tóxicos orgánicos no podrán exceder en 500 (quinientas) veces los valores previstos por el artículo 5 para la CLASE 3. 
	Las concentraciones de los tóxicos orgánicos no podrán exceder las 100 (cien) veces los valores previstos por el artículo 5 para la CLASE 3. 
	Las concentraciones de los tóxicos orgánicos no podrán exceder en más de 100 (cien) veces los valores previstos por el artículo 5 para la CLASE 3. 


Verificación por parte de DINAMA del correcto funcionamiento de la planta de tratamiento





Presentación del informe de puesta en operación

















Construcción de la planta de tratamiento





Presentación de la Solicitud de Autorización de Desagüe Industrial (SADI) incluyendo los plazos de construcción de la planta de tratamiento





Otorgamiento de la autorización
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� El presente capítulo se basa en las notas de clase de nuestro tutor, Marcelo Caffera. Las mismas se encuentran disponibles en su página web (www2.um.edu.uy/marcaffera).


� Cabe destacar, que se demuestra que si elimináramos el supuesto 1, es decir, que los mercados no fueran perfectamente competitivos se arribaría a las mismas soluciones. Esto es, que la función de costos de abatimiento de un monopolista tiene las mismas propiedades básicas recién descritas para una firma competitiva. 





� Para simplificar la notación cuando utilizamos DBO estamos refiriéndonos la DBO5,20 que significa, que el intervalo de tiempo es de 5 días a una temperatura del agua de 20º Celsius.


� Entiéndase por � EMBED Equation.3  ��� al estándar vigente en la normativa.


� a. Sólo podrá permitirse en zonas rurales b. Distancia mínima a cursos de agua o pozos manantiales 50 m. c. Distancia mínima a medianeras: 10 m.
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